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			Resumen

			En pleno siglo xxi, cuando está en proceso de modificarse la política agraria colombiana, es sumamente pertinente este libro, cuyo objetivo es explicar, a lo largo de varios capítulos y desde diferentes perspectivas, la importancia de la pequeña agricultura familiar para que Colombia logre un buen resultado económico y social, al disminuir la pobreza, la desigualdad y la inseguridad de ingresos y de alimentos. Esto porque esta suma de textos ofrece evidencia sobre el potencial económico y social de esa actividad y sobre las políticas más aptas para promoverla, de acuerdo con las circunstancias, entre ellas las de posconflicto; porque combina la teoría económica pertinente con la evidencia empírica histórica y actual, y con las experiencias colombianas y de países comparables; porque ofrece hipótesis sobre los factores contribuyentes a las deficiencias históricas de la política agraria en Colombia, con base en sus propios intentos de reforma agraria y los de otros países latinos; porque destaca los obstáculos políticos y técnicos frente al diseño de políticas exitosas en esta área, y, finalmente, porque considera opciones como el impuesto presuntivo y el apoyo a las exportaciones de los productos de la pequeña agricultura.
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			The determining role of small family farming in Colombia

			Abstract

			Well into the twenty-first century, when the agrarian policy of Colombia is in the process of being modified, this book is highly relevant. The reasons for this are manifold. This collection of texts aims to explain, in several chapters and from different perspectives, the relevance of small-scale family farming for Colombia to achieve good economic and social results by reducing poverty, inequality, and income and food insecurity. It offers evidence of this activity’s economic and social potential and the most appropriate policies to promote it according to diverse circumstances, including the post-conflict scenario. Similarly, it combines relevant economic theory with historical and current empirical data and the experiences of Colombia and comparable countries while offering hypotheses on the factors contributing to the historical deficiencies of agrarian policy in Colombia, based on its own attempts at an agrarian reform and those of other Latin American countries. It also highlights the political and technical obstacles to the design of successful policies in this area; finally, it considers options such as presumptive tax and support for exports of small-scale agricultural products.
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			Prefacio


			Este grupo de ensayos busca explicar, desde varias perspectivas, lo esencial de la agricultura pequeña familiar para que Colombia logre un buen resultado económico y social. Combina la teoría económica pertinente a esta cuestión y la evidencia empírica histórica y puntual, comparativa y colombiana.

			En primer lugar, se detalla el panorama rural colombiano del siglo xx, sobre todo los vínculos entre la violencia, la injusticia y el conflicto alrededor del sector agrícola. La desigualdad del acceso a la tierra explica en gran parte esos efectos. Como punto de comparación, se resumen las experiencias de varios otros países latinos: por un lado, los casos más parecidos a Colombia, en cuanto a su desarrollo económico, y, por otro, en la mayoría de los casos, en cuanto al alto nivel de concentración de la tierra (capítulo 2). Esta comparación tiene el objetivo de identificar los aspectos específicos de Colombia que pudieron contribuir a los muy altos índices de conflicto, violencia y muerte. En este último aspecto, los únicos países latinos que alcanzaron niveles parecidos en algún momento del siglo fueron México, durante la Revolución en las primeras décadas, y Guatemala, en los años setenta y ochenta.

			En segundo lugar, el libro explica la tendencia a que las unidades agrícolas más pequeñas alcancen una productividad mayor de la tierra de lo que alcanzan las unidades grandes y aclara la importancia de este patrón. Respecto a esto, se concluye que, en cuanto a su productividad total (o sea, su impacto sobre del producto interno bruto), la agricultura pequeña no difiere mucho de la grande; pero cuando se toman en cuenta su repercusión sobre el empleo, los ingresos de los pobres y la distribución del ingreso, la pequeña goza de una ventaja marcada. Estos dos conceptos de eficiencia económica acá se denominan eficiencia estrecha (productividad total de factores) y eficiencia amplia. El segundo busca representar más adecuadamente el beneficio social que resulta de las actividades de una empresa (v. gr. finca, empresa industrial, etc.). Al combinar la mayor productividad de la tierra alcanzada por los primeros con sus ventajas en cuanto al impacto sobre la distribución de los ingresos, la seguridad alimenticia y otras dimensiones de la vida, se termina con un argumento fuerte a favor de tales sistemas, y así para la reforma agraria en países donde la concentración de la tierra es alta.

			El tercer tema principal de los ensayos es la reforma agraria —su naturaleza, los beneficios potenciales basados en las ventajas de la pequeña agricultura, los intentos poco exitosos que se han llevado a cabo en Colombia a través del siglo xx y algunas de las causas de ese poco éxito—. Se estudian específicamente los tres intentos principales: los de los años treinta, durante la presidencia de Alfonso López Pumarejo; los de los años sesenta, bajo la guía de Carlos Lleras Restrepo, y los de los años noventa, con el intento de aprovechar mecanismos del mercado.

			El cuarto tema del libro corresponde a una revisión de las posibles políticas para fortalecer la pequeña agricultura sin una reforma agraria grande, o sea, un impuesto presuntivo sobre la tierra, un apoyo fuerte por los lados de la tecnología y el fortalecimiento de las oportunidades de la pequeña agricultura para exportar. Cada una de estas alternativas tiene ciertas posibilidades, pero ni en general ni en el caso colombiano pueden traer los beneficios comparables con los de una la reforma seria.

			Finalmente, se consideran los posibles papeles de la agricultura a escala pequeña hoy en día y en el contexto del posconflicto de Colombia. Se revisa la experiencia de tales reformas bajo condiciones de posconflicto en Zimbabue y El Salvador y se asume la reforma como parte de un paquete de políticas económicas para llevar adelante al país. Se hace hincapié en la importancia de mejorar el acceso de las familias a la tierra y de respaldar también a los otros sectores con capacidad de contribuir con beneficios económicos y sociales en estos tiempos.

			Los temas del libro han sido punto de mucha discusión y debate en Colombia durante un largo tiempo. Han sido aspectos importantes del contexto de los intentos de reformas agrarias y de los esfuerzos más a fondo de analizar el agro colombiano y las mejoras políticas para que fluctúe. Entre los intentos de las últimas décadas se encuentran el informe de 1990 del Ministerio de Agricultura y el Departamento Nacional de Planeación sobre el agro y la Misión para la Transformación del Campo (2015), conocido como la Misión Rural, que se llevó a campo en parte como preparación para el diálogo con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc) en 2016.

			Aviso al lector


			La mayoría de los ensayos incluidos en este volumen se escribieron individualmente, y así se pueden considerar como contribuciones distintas a los temas grandes de la pequeña agricultura y la reforma agraria. Lectores con intereses en temas específicos pueden leerlos sin hacer referencia a los otros capítulos. 

			Ya que algunos de los capítulos se escribieron hace un buen tiempo, en muchos casos ya existe una literatura colombiana posterior. A veces, se refiere acá a esa literatura, pero no de manera sistémica. El lector debe tomar en cuenta ese hecho. 
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			Introducción


			Aunque la agricultura colombiana ha gozado de algunos éxitos, más que todo en los aspectos de producción (el caso del café, por ejemplo) e innovación, la historia agraria y rural del país está llena de tragedia y sufrimiento. Muchos de los peores elementos de esa historia se deben a la concentración de la tierra en pocas manos y la violencia, injusticia y corrupción que han apoyado a esa concentración. Estoy seguro de que, si el grado de concentración de la propiedad de la tierra hubiera sido mucho menor en las primeras décadas del siglo pasado, la historia del agro colombiano, del país entero y de la sociedad se habría desarrollado de una forma mucho más sana.

			Las tragedias a las que me refiero tuvieron como fuente directa las políticas agropecuarias y rurales del siglo xx. En gran parte esas políticas reflejaron el dominio político de la élite socioeconómica del país. Aunque en algunos casos los intereses de esa élite no fueron muy diferentes de los de muchos productores pequeños, como en el citado caso del café, con demasiada frecuencia tales intereses divergieron en forma importante.

			Las áreas principales en las cuales las deficientes políticas agropecuarias y rurales repercutieron el bienestar económico y social de los colombianos han sido cuatro: 1) el nivel de producción agregada, 2) la generación de empleo y la (relacionada) distribución del ingreso, 3) la seguridad alimentaria y 4) la calidad de la sociedad y del sistema político. La producción total agropecuaria ha sido afectada por la ineficiente estructura agraria que deja en manos de explotaciones improductivas una proporción excesiva de la tierra. Como porcentaje del producto interno bruto (pib), esta pérdida es menor ahora que antes pero siempre significante. La inseguridad alimentaria refleja el insuficiente papel de una agricultura familiar productiva que podría garantizarla.

			Las otras dos áreas son de mayor trascendencia para el futuro del país. Un buen sector agropecuario genera mucho empleo acompañado por un nivel decente de ingresos, y así ayuda a reducir la pobreza logrado y limitar la desigualdad. El bienestar de la población rural depende principalmente de una utilización adecuada y creciente de mano de obra, especialmente la no altamente calificada. En relación con este desafío, el sector de la agricultura familiar sigue siendo trascendental, pues comparte con el sector urbano informal la capacidad de absorber gente en esta categoría y también porque, respecto a lo que habría sido su papel óptimo, este sector ha quedado seriamente sub dimensionado en el curso de las últimas décadas.

			Mientras tanto, por haber tenido que absorber la gente huida del campo, el sector urbano informal se ha agrandado más allá de su nivel óptimo (hecho que se comenta en el capítulo 15). El futuro del mercado laboral a corto y mediano plazo en Colombia es impredecible y está sujeto a varios riesgos, desde el continuo desplazamiento de pequeños productores agrícolas, debido a la incapacidad del Estado de controlar los victimarios del campo, al peligro de la “maldición de los recursos naturales” —fenómeno que resucita en una alta dependencia de la minería o de las actividades agrícolas que generan directamente poco empleo y, a la vez, destruyen indirectamente muchos otros empleos—. El no aprovechar la capacidad obvia de la agricultura familiar para generar empleo productivo es una senda muy peligrosa. 

			El cuarto desafío tiene que ver menos con los objetivos sociales y morales que con los económicos. Lo peor de las debilidades de los sistemas formales e informales de justicia en Colombia lo han sufrido las familias campesinas. Cuáles serán las implicaciones para el futuro si el país en lugar de enfrentar esta enorme criminalidad, opta por ignorarla y pasar por encima, en espera de que sus raíces y su tóxico legado se aminoren con el tiempo, con la urbanización del país y por la buena suerte. La respuesta correcta no la sabe nadie a ciencia cierta, pero hay peligros obvios en lavarse las manos y dejar que en el corto y el mediano plazo ganen las fuerzas inmorales, en espera de su gradual desaparición en un futuro más lejano. Esto no parece un buen camino para mejorar la ética del país. Hay dos argumentos a favor de no meterse con la mayor parte de las injusticias del pasado: o que esto es imposible en el contexto de las actuales instituciones colombianas o que generaría tanto más conflicto que en lugar de resolver las injusticias existentes promovería nuevos sufrimientos e injusticias. Las razones básicas a favor de un esfuerzo serio para atacar las injusticias son también dos: que sí es posible llevar a cabo una reforma útil de las estructuras actuales y que dejar crecer las semillas de la maldad sembrada en el curso de las décadas pasadas es una receta sumamente arriesgada para el país.

			En el fondo de los males citados está la estructura astronómicamente desigual de la tierra agrícola, que ha tenido y sigue teniendo muy altos costos en cuatro áreas principales; el nivel de producción agregada, la generación de empleo y la (relacionada) distribución del ingreso, la seguridad alimentaria y la calidad de la sociedad y del sistema político. En Colombia, la deficiente estructura agraria va acompañada de un sistema político incapaz de rectificar ese defecto y que así actúa también como factor indiscutible en el alto nivel de la violencia, la corrupción y la injusticia.

			La concentración de la tierra en pocas manos y el hecho resultante de que la mayoría de la población agrícola se encuentra apiñada en unidades de pequeña escala y frecuentemente de mala calidad, interactúa con otro elemento que acentúa aún más los perjuicios económicos de esta condición: el comportamiento muy distinto de los diferentes grupos de productores del sector. De las diferencias que acompañan a esta estructura agraria, la más notable es la subutilización notoria de muchas grandes propiedades con la correspondiente pérdida de producción y de empleo remunerativo, y con un impacto negativo sobre la desigualdad y la pobreza. Para entender el desempeño del sector agropecuario colombiano estas diferencias de estructura y de comportamiento entre grupos de productores aparecen como tema clave. Las diferencias importantes que surgen son: 

			•Las pequeñas unidades alcanzan, en promedio, una mayor productividad de la tierra que las grandes (aunque su productividad laboral es menor).

			•Para la gente relativamente pobre (los trabajadores asalariados y los pequeños productores), las pequeñas unidades generan mucho más ingreso por hectárea que las grandes. En este sentido, se puede decir que su “eficiencia amplia”1 es mayor que la de las unidades más grandes y que su impacto sobre la distribución del ingreso y sobre la pobreza es por ende superior.

			•Las pequeñas unidades se orientan más hacia la producción de alimentos que las grandes, especialmente alimentos para el autoconsumo del hogar y para la venta local, y así conforman típicamente un mejor sistema a través del cual una sociedad se puede defender en contra al hambre, la nutrición inadecuada y las hambrunas.

			•A pesar de la evidencia clara sobre estos puntos, la opinión popular en Colombia no es favorable a la pequeña agricultura, debido a una serie de sesgos de creencia y a una falta de entendimiento de ciertos conceptos económicos.

			Esta selección de ensayos abarca una variedad de temas relacionados con la agricultura y con las áreas rurales de Colombia que se han agrupado por temas.2 El hilo que los une es el comportamiento poco exitoso, en términos económicos y sociales, del agro colombiano durante la mayor parte del periodo desde 1950. No obstante, ha habido algunos logros, como el crecimiento saludable que inicia a finales de la década de 1960, cubre la de 1970 y una parte de la de 1980, y el avance por lo menos modesto de algunos otros indicadores. Los aspectos anémicos y los fracasos se explican por una serie de características de la sociedad y del proceso político colombiano, de la estructura agraria y, a veces, de factores parcialmente fuera del control del país, como el desarrollo de la industria de la droga. El enfoque de los capítulos es principalmente, aunque no exclusivamente, económico; aun cuando queda claro que las raíces de todos los problemas tienen que ver con la sociedad, la cultura y la política. 

			Para entender los problemas del desarrollo del sector agropecuario de Colombia hay que profundizar en alrededor de media docena de temas básicos. Uno de ellos es el altísimo grado de concentración del control de la tierra —bien conocido desde siglos anteriores—. La desigual distribución de la tierra ha estado estrechamente ligada a la injusticia, no solamente como causa sino también como efecto, en una mezcla que ha generado una extrema desigualad de ingresos en el campo y también mucha violencia, sufrimiento, muertos y desplazamientos forzosos. La violencia es bien conocida, en especial las olas periódicas que han sacudido el país desde el principio del siglo xx: la Guerra de los Mil Días, la época de la Violencia de los años cuarenta y cincuenta y los estallidos de masacres y desplazamientos de los años ochenta en adelante. 

			El capítulo 1 examina la interacción entre la concentración de la tierra, el poder y la injusticia como elementos centrales del círculo vicioso en el cual Colombia se ha hundido durante tanto tiempo.3 La concentración de la tierra facilita y promueve la injusticia, y la esta última es un mecanismo clave en esa acumulación de tierras que explica el nivel actual de concentración, uno de los más altos del mundo, si no el más alto. La informalidad de los derechos a la tierra ha sido, en este caso, un mecanismo que facilita la concentración a través de la injusticia, dado que un contexto de informalidad abre la puerta para que operen las leyes de la selva —gana el que tiene más poder y menos escrúpulos—. En un país que sufre mucho de la injusticia vertical, en la cual los de mayor poder se aprovechan de los de menos, la tierra agrícola cumple un papel especial. Es uno de los pocos activos de los cuales una cantidad interesante queda en manos de familias vulnerables por su bajo estatus socioeconómico, y a diferencia de algunos otros activos en manos de los pobres, tiene un alto valor económico para los ricos y poderosos. De esta combinación de condiciones surgen las olas de desplazamiento y de violencia que la acompañan, que dan lugar a una situación en que solo una porción reducida de la tierra en manos de los propietarios más importantes ha llegado a esas manos por vías totalmente legítimas —tal vez entre el 10 % y el 25 %—. Esta trayectoria ha sido también la base de un desempeño mediocre por parte del sector agropecuario y, de manera más notoria, de un lento avance de los salarios agrícolas y los ingresos de los agricultores pequeños. Se calcula que de haber existido una buena estructura agraria y una buena política agropecuaria, el producto total agropecuario habría podido alcanzar un nivel entre el 80 % y el 100 % mayor de lo realizado y que los ingresos de los asalariados agrícolas y los pequeños productores habrían podido lograr un nivel entre el doble y el triple de lo que son, y que la pobreza rural ya se habría acabado.

			Para que todo esto hubiera podido ocurrir, era esencial una estructura agraria en que dominara la pequeña finca familiar. Bajo ese modelo, se podría sacar de la tierra disponible el máximo de producción y de ingreso agrícola. Desde tiempos atrás, varios observadores colombianos (entre ellos López 1927; Uribe 1936) han llamado la atención sobre la ineficiencia económica de los latifundios, típicamente en manos de dueños ausentes que los dedicaban a la ganadería extensiva. Pero esos dueños tenían casi un monopolio del poder político, e hicieron muy difícil cualquier reforma estructural. Además, no ha habido un conocimiento a fondo de las virtudes económicas de la agricultura familiar a pequeña escala, en parte por falta de entendimiento de la teoría microeconómica pertinente y en parte por unos sesgos intelectuales fuertes contra la idea de que esa agricultura podría llevarle la ventaja a una agricultura comercializada moderna. Así que cuando esta última forma de agricultura apareció en el país, fue aún más difícil avanzar el argumento a favor de la agricultura familiar.

			El capítulo 2 busca situar la experiencia agraria de Colombia con la de otros países latinos y, en menor grado, con la de algunos países asiáticos. Hace hincapié en la relación histórica mundial entre una baja concentración de la tierra, una baja desigualdad de ingresos y una sociedad típicamente pacífica y sin conflicto. Los países que han gozado la buena suerte de iniciar sus procesos de desarrollo económico con bajas concentraciones de la tierra han podido mantener la condición de relativa igualdad durante largos periodos; mientras que esos países que iniciaron el proceso con altas concentraciones de la tierra se han quedado muy desiguales durante décadas o siglos. El grado de desigualdad es una variable económica que muestra mucha inercia. El determinante principal de ese nivel en las primeras fases del desarrollo de la mayoría de los países es la concentración de la tierra; luego ese nivel inicial se mantiene a través de las fases posteriores del desarrollo.

			Unos pocos países, entre ellos los escandinavos, Canadá, Indonesia y Costa Rica, han disfrutado la suerte de una baja concentración de la tierra desde hace mucho. Ahora son sociedades con bajos o medianos índices de desigualdad. De los países con alta concentración de la tierra, algunos han sufrido revoluciones agrarias, como son los casos de Francia, Rusia, China, México, entre otros. Las diferentes experiencias de los países latinos ponen de manifiesto las condiciones para que un país tenga un desarrollo caracterizado por el crecimiento con equidad: tiene que gozar de una distribución relativamente equitativa de la tierra desde temprano en el proceso de desarrollo y mantener esa condición de equidad durante una buena parte del proceso. Requiere también que el Estado apoye en grado adecuado el sector de la agricultura familiar, con nuevas tecnologías y con la infraestructura necesaria. Brasil ha experimentado un crecimiento rápido pero muy desigual, a base de una muy alta concentración de la tierra. México sufrió una sangrienta revolución agraria a principios del siglo pasado, con un millón de muertos. Se hizo una reforma agraria importante, o sea, un porcentaje importante de la tierra (alrededor de la mitad) se transfirió a los ejidos. Pero los gobiernos posteriores no les dieron el apoyo necesario para que los ejidatarios pudieran alcanzar un crecimiento rápido de ingreso, y medio siglo después México era todavía un país de alta desigualdad. En Colombia nunca se ha hecho una reforma agraria importante, y en este caso, a diferencia de Brasil, los conflictos alrededor de la tierra han sido muy sangrientos. Todos los tres países llegaron a las fases posagrícolas de su desarrollo con mucha desigualdad. Colombia no ha podido resolver los problemas de violencia ni de inseguridad de ingresos y de alimentos para muchas familias. 

			El contraste más diciente con estos países son las experiencias de Japón, Corea del Sur y Taiwán después de la Segunda Guerra Mundial, cuando en cada uno se implementó una reforma agraria que dejó un sistema agrario familiar sin explotaciones grandes. En cada uno, el crecimiento agrícola y general fue rápido, la pobreza se eliminó en poco tiempo y, posteriormente, los países se han mantenido sin niveles altos de desigualdad y sin conflicto serio interno.

			La segunda sección del libro se dedica a la teoría económica y a la evidencia empírica en torno a la eficiencia de la agricultura familiar (campesina), en comparación con la de las explotaciones grandes. El capítulo 3 busca aclarar el concepto de eficiencia que se utiliza en la disciplina de economía (denominada en ese capítulo eficiencia económica estrecha) y, a la vez, arguye a favor de un concepto de mayor alcance, denominado eficiencia económica amplia. Explica por qué la productividad de factores específicos, como el trabajo, la tierra y el capital, no se puede utilizar como un único y adecuado indicador de eficiencia. Al mismo tiempo, explica por qué en un país con un excedente de maño de obra (síntomas de esa condición incluyen desempleo y la informalidad) el indicador menos válido y útil de todos (y hasta engañador) es la productividad de la mano de obra; mientras que el más útil (aunque no perfecto) es la productividad de la tierra, aspecto en que casi siempre ganan las fincas pequeñas a las grandes.

			El capítulo 4 investiga para Colombia la relación entre la eficiencia de la economía y el tamaño de la explotación con base en el censo agropecuario de 1960. Se muestra que en ese momento la productividad de la tierra en las unidades de menos de diez hectáreas excedía por mucho el nivel alcanzado en las de más de doscientas hectáreas, un ejemplo de la muy comentada “relación inversa”; mientras más grande el tamaño de la explotación, más baja la productividad de la tierra. El principal factor involucrado es la composición distinta de cultivos entre unidades según su tamaño; por ejemplo, los pequeños se dedican a las legumbres, las frutas y otros productos intensivos en la mano de obra, en tanto que en promedio las grandes se inclinan a cultivos menos intensivos o a la ganadería extensiva. A la vez que la productividad de la tierra es mayor en las pequeñas unidades, la productividad de la mano de obra es mucho menor. La eficiencia económica estrecha (productividad de todos los factores) no difiere mucho entre los grupos por tamaño. Dada la mayor importancia de la productividad de la tierra y la enorme ventaja de las unidades pequeñas en generar empleo productivo para la gente rural de menor ingresos, es evidente que el país se habría beneficiado al implementar una reforma que disminuyera la concentración de la tierra en las explotaciones grandes y que le diera un apoyo fuerte al sector de la pequeña agricultura para que su productividad aumentara a través del tiempo. 

			Desde 1960, la agricultura colombiana ha cambiado mucho, entre otras cosas en su extensión geográfica a áreas antes remotas, un aumento significativo de la productividad —no importa cómo se mida— y una evolución considerable en cuanto a la composición de productos. No obstante, dos características principales no han cambiado de manera notable: la concentración de la tierra ha quedado altísima y la mayor productividad de la tierra en manos de los pequeños productores se ha mantenido. Este último hecho lo indican los estudios recientes de Leibovich et al. (2013) y de Vergara Vergara (2020). Este resultado es de interés, no solamente por la aparente estabilidad a través del tiempo de esa ventaja de las pequeñas unidades, sino también porque se ha mantenido aun durante periodos en que el apoyo estatal ha sido fuertemente sesgado a favor de las unidades grandes.4

			Frente a una estructura agraria como la descrita, es natural que aparezcan movimientos de oposición a la percibida injusticia y que algunas personas, entre ellas algunos políticos, se interesen en el tema, motivados o no por tales protestas y movimientos por mejorar el sistema a través de una u otra reforma. La tercera sección se dedica a la reforma agraria como fenómeno mundial y colombiano. Para Colombia, el desafío principal de la política agraria a través de la historia del país ha sido el de realizar una reforma que dejara un mayor nivel de equidad entre los pequeños y los grandes, no solo en cuanto al acceso a la tierra sino también a las inversiones estatales orientadas hacia la agricultura. Para ubicar la experiencia de Colombia en un contexto histórico y comparativo, el capítulo 2 resume las experiencias de la reforma agraria en otros países —con énfasis en los de América Latina, bajo cuales condiciones típicamente se intenta llevarlo a cabo, y cuáles son los impactos buenos y malos—. Se pone el relieve en las grandes ganancias económicas y sociales que se pueden obtener con una reforma bien diseñada e implementada, pero también da testimonio de que estas no han sido frecuentes y de que las reformas mal diseñadas (por ejemplo, las de Rusia y China) pueden dejar un legado de ineficiencia económica y muchas muertes, entre otros efectos perjudiciales.

			La tercera sección comienza con una mirada general acerca de ciertos aspectos teóricos y empíricos de la reforma agraria redistributiva. Luego, comenta tres esfuerzos reformistas del siglo xx en Colombia: el de los años treinta (gobierno de López Pumarejo), el de los años sesenta (principalmente como proyecto de Lleras Restrepo) y el de los años noventa, basado en parte en los mecanismos del mercado y apoyado por el Banco Mundial. Termina con una discusión del porqué, siendo tan beneficiosa, nunca se ha implementado una reforma importante en Colombia.

			El capítulo 5 explica, en términos generales, los conceptos económicos pertinentes a las diferencias entre las unidades pequeñas y grandes (minifundios y latifundios) y de la transferencia de tierra a través de confiscaciones. El capítulo 6 analiza, en términos teóricos, la relación entre la concentración de la tierra y la distribución del ingreso agropecuario. Mientras más desigual sea la distribución de la tierra, menos será el producto total agropecuario y peor su distribución entre el factor trabajo y el factor capital (incluyendo la tierra como componente del capital). Así que una reforma que reduzca la concentración de la tierra beneficiaría a la gente de menos ingresos —los trabajadores asalariados y los productores independientes (quienes constituyen la agricultura familiar) a través de dos efectos: su porción del ingreso agropecuario total aumenta y ese ingreso agrícola total también aumenta—. No obstante los posibles beneficios, existe también la posibilidad de pérdidas, así que los detalles del diseño de la reforma pueden ser muy importantes. Una reforma que no entregue tierra a los exasalariados, sino exclusivamente a los productores pequeños (por ejemplo, arrendatarios) puede disminuir el ingreso del primer grupo si la reforma resulta en una disminución de la demanda de los servicios de trabajadores asalariados. 

			El capítulo 7 sintetiza la experiencia mundial en cuanto al papel de las reformas agrarias en relación con un desafío específico: la prevención de emergencias humanas complejas (ehc) del estilo que sufrieron muchos países en el curso del siglo xx, entre ellos Colombia. Sobresale el hecho de que la gran mayoría de las hambrunas del siglo pasado tuvieron como factor contribuyente una distribución desigual de la tierra que dejó a muchas personas en la pobreza y con poca seguridad alimenticia, y que contribuyó así a la enorme pérdida de vidas originada por tales emergencias. Las ehc generan condiciones de conflicto, de maltrato entre individuos y grupos y de varias de los otros síntomas de los conflictos colombianos. 

			Los tres próximos ensayos se refieren a los tres principales intentos colombianos de lograr una reforma agraria. El capítulo 8 explora las reformas parciales iniciadas y canceladas por el gobierno de Alfonso López Pumarejo en una época en la cual una reforma importante y exitosa hubiera podido cambiar en muchos aspectos la historia futura del país, entre ellos el grado de violencia que surgió tan frecuentemente en el curso de los años cuarenta y cincuenta y después. En el periodo después de esa Violencia hubo un intento serio liderado por Carlos Lleras Restrepo (capítulo 9). Su diseño tenía varios elementos positivos —entre ellos la creación del grupo Asociación Nacional de Usuarios Campesinos, que le dieron promesa al proyecto de reforma, pero fue anulado por el gobierno subsecuente, a un costo probablemente altísimo para el país—. La idea orientadora del último esfuerzo, iniciado en los años noventa, fue de aprovechar el mercado de tierras, coordinando compras subsidiadas de explotaciones grandes por parte de grupos de familias con deseos de volverse pequeños productores. Tuvo el apoyo del Banco Mundial, pero su cobertura reducida y el contexto difícil de ese periodo hizo que la promesa no se cumpliera (capítulo 10). 

			Las fallas de esos intentos y de otros de menor alcance dejaron en la Colombia rural un terreno fértil para el florecimiento de las malevolencias sociales y económicas comentadas en el primer capítulo. El capítulo 11 trata de explicar la falta de respaldo para una reforma agraria y una política de apoyo general a la agricultura familiar. De los obstáculos en este camino, el más obvio es el peso político de los enemigos de tal reforma y su poderío en la defensa de sus propias prerrogativas. El elemento menos entendible a primera vista es la incapacidad por parte de la mayoría de los tecnócratas y los políticos de captar la lógica económica que conduce a la conclusión de que las unidades pequeñas ofrecen la mejor promesa para un país como Colombia.5 Aun entre personas conocedoras de la información empírica, existe controversia en torno a la relación entre tamaño y eficiencia. Algunas discrepancias reflejan el uso de conceptos distintos de eficiencia. La más común en la disciplina de economía es la “productividad total de factores”, o sea, la relación entre el valor de la producción y el costo de oportunidad de todos los insumos dedicados a esa producción. De acuerdo con esta definición, es frecuente no hallar diferencias importantes entre los diferentes grupos de tamaño. Pero debido a que esa definición (denominada economía estrecha en varios de los capítulos) no toma en cuenta la contribución de la explotación a otros “bienes sociales”, como el empleo, la reducción de pobreza, la igualdad de ingresos y la seguridad alimentaria, ni considera las externalidades negativas como la generación de contaminantes, resulta evidente que se requiere una definición más amplia (aquí denominada eficiencia amplia). Al tomar en cuenta estos otros impactos de las actividades agrícolas, las unidades pequeñas típicamente gozan de una ventaja significante en relación con las de tamaño mayor, como se explica en el capítulo 3.

			En la cuarta sección se exploran algunas políticas distintas a la reforma agraria y el apoyo directo para la agricultura familiar (o sea, apoyo logrado a través del desarrollo tecnológico y las políticas complementarias, como la inversión en infraestructura, etc.). Son alternativas que se han discutido mucho en el contexto del sector agropecuario de Colombia y de otros países en desarrollo. La primera, un impuesto sobre la tierra (capítulo 12), es de las políticas más apreciadas por los economistas, en vista de los muchos beneficios que genera. En el mejor de los casos, este impuesto puede ser un complemento valioso a una reforma agraria, especialmente si esta no puede alcanzar las dimensiones óptimas en cuanto a la transferencia de tierra hacia los pequeños agricultores. Un impuesto progresivo actúa como desincentivo a la especulación en el mercado de tierras y a la subutilización de la tierra. Sin embargo, este instrumento también se enfrenta con obstáculos políticos muy grandes en países como Colombia y, por lo tanto, no se ha podido aprovechar sino de forma muy marginal.

			Otras dos políticas que se han planteado como favorables al crecimiento del agro son el cambio tecnológico y las exportaciones. Resulta que ambas tienen, en principio, la capacidad de proveer beneficios al grueso de la población agrícola, pero solo bajo ciertas circunstancias, o sea, que dentro de ciertos escenarios pueden generar beneficios, pero dentro de otros pueden causar perjuicios. El cambio tecnológico es un elemento básico del proceso de crecimiento agrícola de cualquier país, pero al igual que en el caso de las exportaciones, su impacto en la distribución del ingreso puede ser positivo o negativo. El capítulo 13 investiga el desafío tecnológico que enfrentan los países con un sector agropecuario heterogéneo, como es el caso de Colombia (en grado extremo). Se requieren más investigaciones y difusión de tecnologías para alcanzar un avance general cuando el sector está compuesto de productos distintos a los de un país arrocero donde ese producto, por sí solo, constituye un porcentaje muy alto de la producción agropecuaria. Aún más importante, el desafío es mayor si hay mucha varianza en el tamaño de las explotaciones y en otras características de las unidades productoras. Los requerimientos de las explotaciones grandes son diferentes de los de las pequeñas. Muchas de las tecnologías aptas para la agricultura grande son inútiles o dañinas para la agricultura familiar. El esfuerzo del sector público tiene que ser más grande en este segundo caso. Aunque durante un periodo la política colombiana estaba en camino a un nivel bastante bueno en este sentido (especialmente en los años setenta y una parte de los ochenta), desde esa segunda década ha empeorado mucho su desempeño. En cuanto al cambio tecnológico, la experiencia de Colombia ha sido mixta, pero con tendencia hacia lo negativo, especialmente desde la década de 1980, cuando la época de oro del apoyo hacia la agricultura familiar empezó a perder dinamismo (Berry 2017). La propensión, aun por parte de algunos economistas, de olvidarse de la complejidad de los impactos del cambio tecnológico y, por lo tanto, de tratarlo como intrínsecamente positivo, se parece a su actitud frente al caso de la posible eficiencia de la pequeña agricultura. Esta falta de reconocimiento de los dos aspectos del camino tecnológico estuvo muy presente en el Plan de Desarrollo de 2010-2014, en que tal cambio se cita como uno de los cinco motores del crecimiento. El cambio tecnológico más deseable en países como Colombia es el que adoptan las pequeñas unidades familiares y, por lo general, se trata de mejoras de variedades y razas en lugar (obviamente) de la maquinaria muy desplazadora de mano de obra. Algunos otros “avances tecnológicos” resultan dañinos.

			Se ha hablado mucho en las últimas décadas de la importancia de una política de apoyo para las exportaciones. De hecho, Colombia hizo reformas a su política de comercio internacional, especialmente a principios de la década de 1990, para incentivar una mayor participación en los mercados mundiales. Esta política, que en algunos contextos podría haber traído beneficios grandes —especialmente cuando los productos exportables son intensos en la mano de obra, por ejemplo, productos de pequeñas fincas o de la manufactura intensiva en mano de obra industrias con uso intensivo de la mano de obra—, en el caso de Colombia ha dejado unos impactos negativos, al incentivar la producción de 
bienes exportables que generan poco empleo y cuyo desarrollo desplaza forzosamente a los pequeños productores de sus tierras. Aun sin este último efecto trágico, las características económicas de tales productos sugerirían un impacto negativo sobre el empleo y los salarios. En el caso de Colombia, parece que tampoco ha habido beneficios por el lado del crecimiento del pib. La teoría económica que nos ayuda a entender los impactos de las exportaciones de productos agrícolas se examina en el capítulo 14, en especial la relación entre tales exportaciones y la pobreza rural. Se hace hincapié en que si los bienes exportados no se producen en unidades pequeñas, es improbable que ese comercio internacional genere beneficios y lo más probable es que cause daños. Programas actuales como el Fair Trade se basan parcialmente en esa idea, junto con la hipótesis de que la repercusión final sobre la pobreza puede depender mucho del sistema de intermediación, que a veces no deja muchos beneficios en manos de los pequeños productores. La peor estructura de comercio en países agrícolas ocurre cuando las exportaciones son intensivas en tierra y capital, pero no en la mano de obra; mientras que las importaciones incluyen productos intensivos en la mano de obra.

			La quinta y última sección se dedica al presente y a la época de posconflicto en Colombia. Los ensayos buscan identificar caminos deseables durante ese sendero. El capítulo 15 resume las experiencias de reforma agraria en tales periodos en otros dos países (El Salvador y Zimbabue). En términos generales, los beneficios potenciales son los mencionados en otros capítulos; aquí se recalcan las implicaciones del contexto de posconflicto, por ejemplo, en la urgencia y la importancia de reducir las tensiones de la manera más rápida posible. El capítulo 16 revisa para el contexto actual de Colombia los argumentos principales a favor de la pequeña agricultura. Finalmente, el capítulo 17 ofrece otra perspectiva, en este caso más amplia, sobre lo que sería un buen paquete de políticas para el posconflicto colombiano. Se explora la política a favor de la pequeña agricultura en el contexto de las otras iniciativas que se deben llevar a cabo, y se concluye que sin una política agraria que genere un buen nivel de empleo en la agricultura, el final del conflicto con la guerrilla podría coincidir con una crisis de empleo nacional. Para que la agricultura como un todo genere empleo, es esencial que la agricultura familiar tome el liderazgo. Los datos del censo agropecuario del 2014 apuntan a que el sector de las grandes explotaciones ya casi no genera empleo (tal vez el 1 % del total nacional). Las otras políticas disponibles para el posconflicto tienen menos promesa como fuentes de empleo. 

			Ya que la agricultura desempeña un papel económico mucho menor que hace cincuenta o cien años (por ejemplo, en cuanto a su peso en el pib o en el empleo total), la discusión de hoy en día sobre su futuro papel es naturalmente distinta a lo que era en épocas pasadas. La pérdida de producción agropecuaria, como resultado de la estructura ineficiente del sector (tema de la segunda sección), constituye hoy en día un porcentaje menor del pib que hace cincuenta años. Mientras el sector fue el motor principal del desarrollo del país durante un largo periodo y un motor importante durante unas décadas más, ahora es poco el porcentaje del crecimiento del pib que se origina en este sector. La minería y otras actividades son más importantes también entre las exportaciones del país. Todas estas tendencias han producido un cambio importante en la naturaleza del debate sobre el agro. Hoy en día, es fácilmente imaginable que la economía crezca sin que la agricultura tenga un papel importante en ese crecimiento. Esta línea de ideas ha conducido a que algunos observadores opinen que no vale la pena preocuparse mucho por lo que pasa en este sector, dada la complejidad de los conflictos alrededor del campo y la incapacidad, hasta hoy en día por lo menos, del Estado en resolverlos y en llevar a cabo una buena política rural y agrícola. Muchas otras personas probablemente aceptan que cualquier esfuerzo del Estado para promover una estructura más sana en el campo va a terminar en un fracaso, dada la frecuencia de ese resultado en el pasado. Sin embargo, las peores instancias de injusticia y criminalidad ocurren precisamente en el campo y alrededor de la tierra, y esto impulsa al presente gobierno a darles más atención a la restitución de tierras a las familias que han sufrido un desplazamiento ilegal y violento.
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					1Este concepto se explora en el capítulo 3.

				

				
					2Entre estudios más integrales sobre el agro colombiano se incluyen: Berry (2016); Comité Interamericano de Desarrollo Agrícola (1966); Fajardo (1986); Fals Borda (1982); Jaramillo (1998); Kalmanovitz y López (2006); Legrand (1988); Machado (1999); Ministerio de Agricultura y Departamento Nacional de Planeación (1990); Misión para la Transformación del Campo (2015); Perry (1985, 1994); Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (2011); Reyes (2008).

				

				
					3Berry (2014) examinó un grupo de estudios realizados por miembros del Observatorio de la Restitución de la Tierra acerca de los mecanismos de despojo de los pequeños agricultores de sus tierras en el curso de las últimas décadas. Son esos mecanismos los responsables por el número enorme de desplazados que aflige al país en este momento, e ilustran la debilidad del sistema de justicia en Colombia; la ausencia del Estado en muchas regiones, que han cedido espacio a las poderosas fuerzas del mal; la amplia gama de fuentes de tales fuerzas, y el alto nivel de corrupción del sistema que maneja la justicia y la resolución de conflictos, entre ellos los notarios de mala fama.

				

				
					4Este aspecto de la historia de la pequeña agricultura durante el siglo xx en Colombia se revisa en Berry (2017, capítulo 4).

				

				
					5El impuesto sobre la tierra (tema del capítulo 11) ofrece un contraste interesante. En torno a ese impuesto casi no hay divergencia de posiciones entre los economistas, aunque ellos pertenezcan a diferentes líneas de pensamiento dentro de la disciplina. Todos aprecian su valor como instrumento para presionar hacia una mayor eficiencia en el uso de la tierra. Algunos lo ven esencialmente de esa manera (por ejemplo, Lauchlin Currie, desde su experiencia como líder de la Misión del Banco Mundial en Colombia a finales de la década de 1940), mientras otros lo ven también como un instrumento capaz de mejorar la distribución de la tierra. El tema de la eficiencia de la pequeña agricultura es más complicado, haciendo que menos gente lo entienda bien. A diferencia del tema del impuesto, donde la teoría solo lo lleva a uno pensar que sea un instrumento bueno, en el caso de la pequeña agricultura no es así —hay que conocer algunos detalles empíricos, entre ellos las diferencias enormes en el uso de factores según el tamaño, la ausencia de economía de escala importantes en la agricultura y tal vez otros detalles—. También puede entrar en juego el que algunos economistas se limitan efectivamente a basar sus ideas sobre la política en la cuestión de eficiencia estrecha sin meterse en el asunto de la distribución del ingreso. Las ventajas de la pequeña agricultura aparecen en ambos campos, pero estos economistas pasan por alto las ventajas de la distribución del ingreso, el empleo, etc.

				

			

		


		
			Sección I 
Perspectivas sobre la agricultura: 
Colombia y América Latina

		


		
			Capítulo 1


			Injusticia, desigualdad y conflicto agrario en Colombia *

			Introducción: paradojas colombianas


			Durante el siglo xx, Colombia presenció grandes avances en muchos frentes sociales y económicos, pero a la vez sufrió terrible violencia, desplazamiento y muerte que iban de la mano con extremas injusticias y desigualdades. Este capítulo considera el papel de la tierra y su interacción con la violencia, la injusticia y la desigualdad como factor contribuyente a estos fracasos.

			En cuanto al índice de violencia, Colombia se encuentra, en compañía de Sudán, la República Democrática del Congo y Siria, como uno de los cuatros países del mundo con el mayor número de personas desplazadas. En ciertos periodos (una parte de la década de 1990) también sufrió la tasa más alta de homicidios en el mundo. Las raíces son de cierto modo más complicadas que en esos otros países. Colombia es el más desarrollado en términos sociales e institucionales, y cuenta con una serie de elementos democráticos, aunque su forma de democracia ha creado dentro del proceso político muchos incentivos y oportunidades para la violencia y la injusticia. Las interpretaciones tradicionales de la violencia de las décadas de 1940 y 1950 en Colombia, que culparon a los “odios hereditarios” entre los afiliados de los dos partidos tradicionales en el contexto de elecciones democráticas, fueron parciales y pasaron por alto otros elementos más sutiles y duraderos.1 En las siguientes décadas, el papel de esos otros factores políticos y económicos —especialmente el control de la tierra— se ha vuelto más obvio y ha sido tema de análisis más a fondo. 

			Si bien el mundo reconoce a Colombia como país plagado por altos índices de violencia —un fenómeno relativamente fácil de observar y de medir—, es menos conocido como país de gran injusticia y altísima desigualdad —de ingresos, de riqueza en general y de tierras agrícolas en particular—. En Colombia, más que en otros países, la violencia y la injusticia han estado estrechamente vinculadas de una manera que agrava la desigualdad del acceso a la tierra y de la distribución de los ingresos. La mayor parte de la violencia y de la injusticia está ligada a la desigual apropiación de la tierra agrícola, a través del robo, la extorsión y la manipulación dentro del sistema legal, entre otros mecanismos. Actualmente, la altísima concentración de tierras es, en gran parte, producto de esos medios ilegítimos. El porcentaje de las grandes propiedades de hoy en día que han sido adquiridas por medios completamente legítimos (en otras palabras, sin implicar sangre, despojo o cualquier tipo de fraude) está probablemente en el rango del 10 % al 25 %, según la definición de legitimidad que uno aplica. Bajo una definición amplia, se circunscribiría únicamente la acumulación de tierra que no depende de ningún tipo de violencia actual o reciente, coerción, soborno de la burocracia, manipulación de la ley o mecanismos similares.2 Al aplicar una definición aún más amplia, que incluya la imparcialidad del Estado en la asignación de las tierras públicas y en las regulaciones que ayudan a determinar quiénes terminan como dueños, muy poca tierra que se encuentra actualmente en las propiedades grandes podría calificarse como libre de injusticia alguna, aunque fuera solamente la falta de imparcialidad en el proceso de la asignación original. En resumen, la historia de Colombia manifiesta una falta grave de justicia en torno a la tierra rural, no solamente en términos absolutos, sino en comparación con otros países cercanos. El Estado ha sido incapaz de prevenir una multitud de injusticias, y frecuentemente las ha facilitado. 

			En materia de tierra, las últimas décadas se han caracterizado especialmente por un círculo vicioso de “selección de los peores”. Aquellos que han podido acumular un porcentaje asombrosamente grande de tierra son, en promedio, individuos de bajos estándares morales, porque se autoseleccionan como los más “dispuestos” y “capaces” de hacer lo que se requiere para adjudicarse una propiedad bajo las circunstancias existentes o son los únicos dispuestos a pasar por alto la manera en que el anterior dueño lo obtuvo. De acuerdo con la teoría de la evolución, la selección favorece a los organismos que mejor se adaptan. En una economía en la cual los mercados funcionan adecuadamente, eso significaría que prevalecen los más eficientes; pero cuando no solamente los mercados, sino también el sistema político anda mal, el proceso conduce a este estilo colombiano de selección de los peores. Como se ha demostrado en muchos países y sociedades, un tal equilibrio es difícil de escapar. La historia del conflicto de tierras y de la asociada injusticia en Colombia nos deja con una pregunta: ¿cuál es el impacto a largo plazo de la concentración tan alto del ingreso y de la riqueza en manos de gente con los peores estándares morales, incluyendo narcotraficantes, otros perpetradores del desplazamiento, políticos corruptos y burócratas corruptos? Partiendo de este punto tan desventajoso ¿cómo podría el país construir un sistema político y cultural saludable y próspero? Si se puede construir, ¿cuánto tardará? 

			Injusticia, desigualdad y violencia en Colombia: elementos contextuales cuantitativos


			En cualquier sociedad hay vínculos causales entre la injusticia y la desigualdad. Una parte de la desigualdad se debe inevitablemente a la injusticia, y la desigualdad facilita algunos mecanismos de injusticia; la desigualdad vertical facilita ciertos mecanismos de injusticia vertical, mientras que la desigualdad horizontal facilita aquellos de la injusticia horizontal.3 Las dimensiones cuantitativas de estos vínculos son, sin embargo, difíciles de investigar en profundidad,4 en parte porque muchas formas de injusticia son difíciles de medir. Desigualdad y violencia, en contraste, son suficientemente cuantificables como para poderlas sujetar al análisis estadístico. Al buscar los vínculos causales, hay que reconocer el impacto de las acciones de hoy sobre los niveles de ingreso, riqueza y violencia de mañana. Una pregunta auxiliar es el grado en que cada episodio de injusticia o violencia se reproduce o se multiplica con el tiempo. 

			Cuándo y por qué llegó a ser tanta la injusticia en Colombia, y por qué ha permanecido así. Antes de la mitad del siglo pasado, teníamos relativamente pocos detalles cuantitativos disponibles para construir una cronología, pero ahora tenemos muchas razones para suponer que siempre ha sido alta (Melo 2012). En la sociedad eminentemente agrícola de principios del siglo xx, una parte importante del ingreso total —y también del ingreso de los grupos más ricos— tenía como fuente el sector agropecuario y la tierra. Su distribución desigual aseguró que también lo fuera la distribución del ingreso derivado de esta. Mientras tanto, las élites locales desalentaron la educación del pueblo, con el resultado que al final del siglo xix Colombia era de los países menos educados del mundo.5 La resultante desigualdad del “capital humano” complementaba la alta concentración de la tierra como fuentes de una distribución muy desigual del ingreso agrícola. En gran parte, ese ingreso agrícola desigual determinaba la desigualdad general del ingreso en el país y fijó el patrón histórico de lo que pasó después: la desigualdad fue notoriamente estable a través del tiempo en la gran mayoría de los países.

			La trayectoria de la desigualdad en Colombia es mucho más clara desde 1950, aunque con ciertas ambigüedades.6 A pesar de estas limitaciones, es evidente que el nivel ha sido alto en todo momento, y es probable que haya experimentado unas alzas y bajas. La primera caída más o menos bien confirmada ocurrió en áreas urbanas (y probablemente en la nación como un todo) durante los años setenta. Posteriormente, parece haber empezado un incremento de la desigualdad urbana alrededor de 1990, que coincidió aproximadamente con la mayor ola de violencia rural de los años recientes, y comenzó un poco antes de la apertura comercial de la primera mitad de esa década. La desigualdad rural parece haber caído bastante en un periodo que comenzó alrededor de 1990 y que puede haber terminado o a finales de esa década o a principios de la siguiente, de acuerdo con los diferentes autores.7 Este descenso —a primera vista extraño en un contexto de mucha violencia rural y desplazamiento— ocurrió simultáneamente con un incremento en el nivel de desigualdad urbano y nacional; esta combinación ha sido fuente de sorpresa y confusión para muchos analistas. 

			Hasta hace muy poco, la información estadística sobre la desigualdad en Colombia, al igual que la de otros países en desarrollo, había sufrido de un defecto grande: la falta de inclusión de una parte supuestamente grande de los ingresos de la gente más rica. Ahora se han presentado nuevos estimativos que aprovechan una nueva fuente para llenar ese vacío. Junto con algunos otros países en desarrollo y un mayor número de los países más desarrollados, Colombia ya tiene una base estadística que ofrece mayor precisión y que permite comparaciones más confiables con otros países.8 La nueva información muestra que la desigualdad de Colombia está en un nivel extremadamente alto, con un coeficiente de Gini por encima de 0,6, uno de los dos o tres más altos entre los países para los cuales está ya disponibles este tipo de información y probablemente entre los tres o cuatro más altos del mundo. Indica que en 1997 y en 2010, el 1 % de los receptores de ingresos recibió el 20 % del ingreso nacional (Alvaredo y Gasparini 2013, 46).9 Entre tanto, datos (incompletos) de otros países latinoamericanos señalan una probable disminución de la desigualdad en el curso de los últimos diez o quince años. Los citados datos más completos sugieren que este no ha sido el caso en Colombia. No hay duda de que la desigualdad actual es altísima en Colombia, un hecho que acentúa el interés e importancia de la pregunta ¿en qué grado ha contribuido esa desigualdad a la reciente y trágica historia agraria?, junto con los otros daños que ha dejado. 

			La violencia medida por el número de homicidios per cápita muestra dos saltos importantes que la llevó a niveles muy altos: uno que se extiende desde mediados de la década de 1940 hasta un pico alrededor de 1958, empezando en torno a 10 por 100 000 y llegando a cerca de 50 para luego caer a un mínimo de alrededor de 20 en ciertos momentos de los años sesenta y setenta, para luego dispararse al rango de 70-80 a principios de los años noventa (Kalmanovitz y López 2006, 367) cuando, según este criterio, Colombia se convirtió en el país más violento del mundo. El otro indicador de violencia pertinente a esta discusión es el número de desplazamientos forzados. Su trayectoria difiere de la de los homicidios. Mientras que estos últimos alcanzaron su punto máximo alrededor de 1990, los desplazamientos se dispararon durante el periodo de 1993/1994 a 2001, de alrededor de 50 000 personas por año a cerca de 400 000. Desde 2004, la figura ha fluctuado sin tendencia, y llegó a otro pico de 380 000 en 2008 (codhes 2013, 12). Los desplazamientos forzados subestiman la pérdida de tierra a través de procesos ilícitos, por la cantidad de familias victimizadas por trampas legales. Algunos observadores estiman que este número no está muy lejos del de los desplazamientos forzosos; en cualquier caso, es muy grande. Las víctimas de homicidios y desplazamientos son desproporcionadamente rurales, y esta tendencia es más notable en el caso de los desplazados, y perjudican a un número enorme de personas. En su pico de los años noventa, el número de homicidios era cerca de 30 000 personas mientras que el registro de desplazamientos forzados superó a 400 000 en 2002.10 Sus diferentes trayectorias a través del tiempo ofrecen evidencia para mejor entender sus papeles distintos en la historia de violencia e injusticia en Colombia.

			Como ya se ha señalado, la injusticia no es un concepto fácilmente susceptible de medición. Para considerar de qué manera sus varias manifestaciones han afectado y han sido afectadas por el desarrollo histórico de la desigualdad y la violencia en Colombia, hay que empezar con una definición de justicia, una que distinga varias categorías y permita gradaciones. El nivel de injusticia puede variar de algo muy leve, digamos un pequeño sesgo de orientación de las investigaciones agrícolas a favor de los grandes agricultores más acomodados, a algo mucho más extremo, por ejemplo, el asesinato o el desplazamiento de familias vulnerables. El robo físico se funde con esa injusticia, en que el comportamiento del sistema financiero favorece a los de adentro, a pesar de que lo que hacen es técnicamente legal, o cuando de dos contendientes con reclamos igualmente válidos el más fuerte termina con el pedazo de tierra. El concepto es, por consiguiente, de poca utilidad sin tener en cuenta sus diferentes formas y niveles.

			De la injusticia a la desigualdad: mecanismos de causalidad


			Lo que se puede, en términos generales, denominar injusticia entre las personas afecta la desigualdad a través de un número de canales, algunos principalmente económicos y otros no, entre ellos: 

			•Robo directo, incluyendo el perpetrado por la empresa (o el gobierno) en que uno trabaja.

			•Trampas financieras que disminuyen el valor de unos bienes para el beneficio del responsable.

			•Corrupción, o sea, el abuso de la posición de empleado de una firma o del gobierno para extraer sobornos de acceso, extorsionar, etc.11

			•Discriminación en el mercado de trabajo, ya sea cuando grupos con habilidades similares perciben ingresos distintos o cuando algunas habilidades se venden en mercados competitivos; mientras que otras disfrutan de un poder monopólico (por ejemplo, las habilidades de los directores ejecutivos de corporaciones).

			•Abuso personal, desde las formas más suaves al abuso físico hasta el asesinato.

			Otro tipo de injusticia ocurre en el contexto de las interacciones entre individuos y el gobierno, y toma dos formas principales:

			•Tratamiento desigual en el sistema judicial y en la protección de individuos de cualquier daño perpetrado por otros individuos o por el mismo Estado.

			•Tratamiento desigual de personas, en términos de los impuestos pagados por ellas o los beneficios proveídos por el Estado.

			Todas estas manifestaciones de injusticia son importantes en Colombia y todas han golpeado fuertemente a la población rural agrícola. Desafortunadamente, son raros los intentos de juzgar en qué medida la desigualdad de un país (ya sea de la riqueza, de los ingresos o del acceso a una vida buena) se puede atribuir a la injusticia. Algunos analistas han investigado ciertas formas específicas de injusticia (por ejemplo, la corrupción), aunque casi siempre buscan identificar sus efectos sobre el ingreso nacional o el crecimiento económico, en lugar de la desigualdad u otras variables económicas.12

			Los dos mecanismos más obvios de la acumulación de riqueza ilegítima a costo de los pequeños agricultores en Colombia, y probablemente los de mayor importancia cuantitativa, son:

			•El robo de tierra, definido de manera amplia (ver discusión anterior).

			•La incompetencia burocrática y las políticas sesgadas contra la población pobre rural, en general, y contra los pequeños agricultores, en particular. Este factor contribuye menos directamente, pero de manera muy importante a algunos de los fracasos experimentados y, por lo tanto, merece especial atención; apunta al hecho de que a pesar de su enorme peso, la violencia y la corrupción no son de ninguna manera los únicos factores que obran contra estos grupos.

			Por lo general, el robo exitoso (la apropiación) de alguien que tiene un reclamo de igual o más fuerza de lo que tiene el ladrón implica la capacidad de robar sin perder de nuevo ese activo robado, por ejemplo, mediante el sistema legal o algún otro mecanismo compensatorio. El robo puede llevarse a cabo por fuerza física, como en el caso de los desplazamientos de tierra, o puede tener el carácter de “robo legal”, facilitado por un sistema judicial que responde al dinero, ya sea en forma de soborno o por el simple hecho de que la gente más rica pueda “comprar” el éxito dentro de un proceso legal, contratando un abogado bueno pero costoso o presionando a oficiales como los notarios. A nivel agregado, el fenómeno del robo empeora la desigualdad desde que los robos más grandes se llevan a cabo por y a beneficio de los ricos; una proporción menor de los frutos del robo llega a manos de gente de bajos ingresos. El robo que acentúa la desigualdad tiene efectos duraderos, dado que la concentración de riqueza de cualquier sociedad tiende a variar poco a través del tiempo.

			Típicamente, el robo se relaciona con activos físicos o financieros. El otro “activo” de importancia económica es el capital humano (las habilidades), pero fuera de casos de esclavitud, este activo no se puede robar en el mismo sentido que se aplica al dinero o a la tierra.13 En las dos primeras categorías hay distinciones, en términos de la facilidad del robo y de los grupos más propensos a participar en ello. Entre los principales activos físicos están la tierra (rural-agrícola y urbana), las residencias, las empresas y los bienes comerciales. Los activos financieros van desde la moneda (la forma más simple) a los depósitos de banco, otros activos más complicados (como bonos y acciones, el derecho a las pensiones, etc.). Entre los activos físicos, la tierra se distingue, por ejemplo, de una fábrica dedicada a la producción de ciertos bienes por el hecho de que en este último caso el activo normalmente le vale mucho menos a un posible ladrón de lo que le vale a su propietario actual. Este es el caso también de algunas mercancías comerciales, aunque no para otras, como se evidencia en los ataques periódicos a camiones de transporte. Pero la tierra es especialmente atractiva para los ladrones, porque casi cualquier persona puede beneficiarse económicamente de ella, sea como dueño, sea como vendedor o sea como arrendador, sin mencionar los beneficios adicionales (políticos y sociales) que esta trae a algunos grandes propietarios en contextos como el de Colombia. Otra característica especial de la tierra —y que ofrece un contraste notable con el sector de la manufactura y con el capital financiero— es que una parte no despreciable de este activo queda en manos de familias de bajos ingresos y, por lo tanto, vulnerables y, por el contrario, es muy baja su participación en el capital relacionado con la manufactura y con los activos financieros. Un factor adicional de importancia en Colombia y probablemente en muchos otros países tiene que ver con el contexto diferente entre los entornos rurales y los urbanos. Llevar a cabo el robo puede ser más fácil, ceteris paribus, en el primer entorno, debido a los mayores desequilibrios de poder entre los ladrones potenciales y sus víctimas, los espacios grandes y la frecuente ausencia de vigilancia estatal. Es posible “limpiar” a la población de la pequeña finca en una región de Colombia y despojarla de su tierra de una manera que en un entorno urbano no sería políticamente factible.14 Este último escenario también se presta menos a este crimen, ya que los barrios urbanos en que vive la gente pobre no son fácil ni rápidamente intercambiables con aquellos en que viven los ricos. En países como Colombia, con sus largas historias de gran injusticia, la sociedad rural, al ser más tradicional que la urbana, es más tradicional en este sentido también. Por estas y otras razones, es probable que varíe el nivel de injusticia entre los entornos urbanos y, al menos, algunos de los rurales.

			De los activos en manos de gente de escasos recursos, la tierra agrícola cumple un papel especial para ellos, por ser la clave esencial de su sustento, a menudo incluso la única fuente de ingresos para muchas familias agrícolas pobres. En este sentido, difiere de una residencia humilde urbana que, aunque sea un activo importante para la familia, no es la fuente directa de sus recursos. Es probable que la resistencia al robo o al desplazamiento sea mayor cuando se trata de un activo económico con carácter de “último recurso”. También puede ser mayor esa resistencia debido a un vínculo emocional con la tierra agrícola, con una parcela específica de tierra o con una comunidad, lo que hace que el despojo sea especialmente dramático. A pesar de los incentivos fuertes de los que se quieren apropiar la tierra por las razones citadas, la reacción de los campesinos también puede ser dura, especialmente cuando la tierra es muy importante para ellos, cuando sienten tener un sólido derecho histórico o de otra índole, y cuando el resentimiento de las injusticias del pasado aviva sus acciones.

			La tierra agrícola tiene entonces, por lo menos, tres propiedades clave que la hacen propensa al robo: 1) una cantidad significativa está en manos de las familias de menores ingresos y, por tanto, son política y legalmente débiles; 2) el valor del recurso no está tan íntimamente ligado al anterior titular como para que no valga la pena el robo, y 3) el entorno rural ofrece cobertura contra la vigilancia política o jurídica potencialmente útil a las víctimas. Muchas clases de robo son, por supuesto, más probables cuando la mayor parte de la sociedad las tolera y mientras más débiles sean las defensas contra ellas. Pero dentro de una sociedad determinada es aún más probable que ocurra en contextos como el de las tierras rurales. La condición facilitadora de que las familias de bajos ingresos tienen una cantidad suficiente del activo para que valga la pena el robo no se cumple en el caso de los activos financieros, el capital industrial, etc.15

			Las tecnologías disponibles para la producción agrícola y las instituciones que facilitan o impiden el arrendamiento de tierras, la aparcería, etc. pueden ser de gran importancia para sentar las bases para un posible conflicto entre grupos, ya que determinan en qué grado los ingresos de cada grupo que compite por la tierra queda afectado por las reglas del juego con respecto al acceso a la tierra. En un extremo se tiene una agricultura que depende mucho de la mano de obra y, por lo tanto, genera una demanda grande por ella, no importa si la tierra es propiedad de pequeños o grandes propietarios; la economía arrocera de países asiáticos correspondió a este molde durante largos periodos históricos. Siempre y cuando la distribución del ingreso se determine en mercados de trabajo y de capital relativamente competitivos, es improbable que sea muy desigual, como lo evidencian casos como Indonesia y Taiwán.16 En el otro extremo se encuentran casos como el de Colombia, caracterizados por una amplia gama de opciones en términos de lo que se produce y la forma como se puede producir. En consecuencia, aquel quien es dueño de la tierra afecta en gran medida su uso. Un propietario ausente puede optar por la ganadería extensiva que prácticamente no genera trabajo o ingreso de la mano de obra; mientras que un pequeño agricultor produce alimentos para el consumo propio y el mercado local. Aunque el valor bruto de la producción sería mucho mayor si la tierra en manos de los grandes propietarios se alquilará a pequeños productores, esto en general no sucede porque el desempeño de las instituciones del mercado de tierras no se ha adecuado para facilitarlo. Bajo tales condiciones, la distribución de la tierra puede tener un enorme efecto sobre la distribución del ingreso y sobre su nivel total.

			Desigualdad e injusticia como fuentes de insurgencia y violencia 17

			Un considerable esfuerzo se ha dedicado a entender las fuentes del conflicto interno de los países, especialmente las mayores insurgencias como son las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc). Muchos analistas han postulado que la injusticia y la desigualdad cumplen un papel significativo. Una opinión distinta, que se denomina el modelo de viabilidad (the feasibility model) de Collier et al. (2009), minimiza el papel de la desigualdad e interpreta el conflicto colombiano como resultado esencialmente del tráfico de drogas, la difícil topografía y un Estado débil. Investigaciones enfocadas en el periodo en que el dinero de la droga se convirtió en una gran fuente de rentas (la década de 1980) se han basado mucho en ese modelo para explicar la insurgencia (por ejemplo, Angrist y Kugler 2008; Sánchez et al. 2005); a la vez que han rechazado o minimizado los papeles de la desigualdad del ingreso y de la tierra (ambos de los cuales son, en principio, mensurables)18 como factores detrás de la guerra civil.19 Flores (2014) argumenta que los citados estudios son capaces de generar conclusiones válidas sobre el periodo desde la década de 1980, pero no sobre las primeras dos décadas de la vida de las farc.

			Al pensar la cuestión más amplia del impacto de la desigualdad en la violencia, hay que diferenciar la hipótesis de que la desigualdad incita la insurgencia de los menos favorecidos en contra de un gobierno del que creen que no les sirve adecuadamente y la hipótesis opuesta de que los más acomodados buscan “cambios de reglas” (es decir, cambios en la forma en que se arreglan las cosas en la sociedad) que los beneficiarán a ellos y que de no ser aceptado por los menos favorecidos conducirían a una confrontación. En cualquiera de los dos casos, la distribución de las rentas constituye la base del conflicto. La agresividad desde abajo podría aparecer principalmente como resultado de los niveles existentes de la injusticia o la desigualdad, o de una amenaza de un aumento de esos niveles, resultado por ejemplo de nuevas incursiones en las tierras de los campesinos. Muchos de los episodios de violencia probablemente se vinculan con actos iniciales de agresión por un lado (o actos vistos de esa manera por el otro grupo), seguidos por la resistencia desde el lado opuesto y un posterior escalamiento del conflicto. Factores exógenos pueden también provocar o facilitar cambios en la relación entre los grupos, como cuando una nueva tecnología lleva a los grandes propietarios a optar por máquinas en lugar de la mano de obra de sus antiguos arrendatarios, o cuando los cambios de los precios relativos (por ejemplo, debido a una apertura comercial) hacen rentable un producto que antes no lo era. La violencia puede ocurrir entre dos grupos de estatus económico más o menos igual, ambos en busca de aumentar su porción de las rentas.20 Pero en la historia del conflicto de tierras en Colombia ha sido rara esta situación. Con mucha más frecuencia, ese conflicto ha surgido como una reacción campesina a los desplazamientos o ha tomado la forma de invasiones campesinas motivadas por una sensación de tener un derecho legítimo a la tierra actualmente bajo el control de otros.21 En ese contexto, decir que la desigualdad no ha desempeñado un papel en los conflictos, sería decir que si a partir de la década de 1930 o la de 1950 todo el mundo hubiera tenido el control de las mismas diecisiete hectáreas de tierra (ajustadas por calidad), aun así se habría presentado un conflicto. Si es así, esto haría a los colombianos únicos en el mundo, por su proclividad a la violencia. De hecho, parece que la cuestión distributiva ha sido central en casi todos los conflictos, y un problema para el análisis es comprender si en las reacciones a la gran desigualdad han sido más importantes las que se han originado en la parte inferior de la jerarquía socioeconómica o las que se han originado en la parte superior, con el intento de mantener o aumentar sus ventajas actuales.

			Al analizar la cronología detallada de un determinado conflicto, a menudo, es necesario distinguir entre las fuentes de cambios o provocaciones aparentemente menores que contribuyen a los conflictos y las bases más amplias y profundas de la antipatía y la voluntad de luchar que pueden sostenerlos una vez iniciados. Categorizar los conflictos por fuentes, sin entrar en estos detalles históricos, haría correr el riesgo de llegar a una visión demasiado simplista. Autores como Flores (2014) y Hough (2011) proporcionan una información valiosa para Colombia y las farc, al igual que las historias de la guerrilla como las de Leech (2011). 

			Si bien no hay duda de que en el caso de Colombia los tres factores que constituyen el modelo de viabilidad tienen un papel importante como causas de la violencia, sobre todo desde la llegada a gran escala de la cocaína a principios de 1980, Flores (2014) hace hincapié en que la guerra con la guerrilla ya había estado en curso durante dos décadas antes de que ocurriera ese cambio de contexto. Más allá del caso colombiano, en conflictos como estos, sobresale la centralidad histórica de los problemas de distribución. Como lo anota Cramer (2003), son claves las relaciones sociopolíticas dentro de las cuales se inserta la desigualdad. Las instituciones formales e informales definen el conjunto de normas y procedimientos a través de los cuales se especifican, se asignan y se aplican los derechos económicos, y así se determina la naturaleza de la competencia y, en particular, si esta se degenera en un conflicto abierto. Aspectos exógenos, como un cambio de precios relativos, pueden alterar el equilibrio existente y crear presiones hacia el cambio que, por lo general, se define de manera consistente con los intereses económicos privados (Flores 2014, 11). Los cambios de reglas pueden reasignar los derechos económicos y, asimismo, determinar cómo se hará cumplir esa nueva asignación en el futuro. Según la naturaleza del ajuste, tanto el cambio de reglas como su aplicación pueden ser principalmente formales o informales; en algunos países, la práctica tiende a ser guiada estrictamente por la ley formal, y en otros, no.22 En cualquier caso, lo normal es que en cada etapa haya una cierta forma de “negociación” (en un sentido amplio de la palabra), que incluye cualquier mecanismo desde las discusiones corteses hasta el uso de la fuerza entre los actores que esperan algún impacto del cambio de reglas y el Estado en función de su supuesto papel de árbitro.23 Para citar a Flores:

			Los actores prósperos probablemente gozan de ventajas significativas de negociación sobre sus pares menos ricos. Es probable que puedan dedicar más recursos al proceso de negociación, atrayendo así mayor atención a sus demandas y permitiendo un mayor acceso a los órganos del Estado. Es probable también que comanden mayor respeto social. A los actores más acomodados les resulta más fácil resolver los problemas de acción colectiva. Por lo tanto, tienden a ganar, incluso cuando la presencia de una forma de democracia implica una distribución razonablemente equitativa del poder de jure. (2014, 12) 

			El desigual poder de negociar la tierra en Colombia se ha manifestado de todas estas maneras. Ha habido poco reconocimiento dentro del proceso político o en la conciencia pública de las implicaciones sociales y económicas de quién tiene la tierra y de los factores subyacentes a la “relación inversa”.24 Proyectos relacionados con la tierra en Colombia, como la reforma de 1960, que creó el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, y la Ley 60 de 1994, que decretó que las futuras asignaciones de tierras públicas a los ciudadanos particulares deberían tener un límite superior —definido como la unidad agrícola familiar (uaf)—, fueron revestidos en el lenguaje del bienestar público y una mayor equidad. En la realidad, tanto los pasos de jure como los de facto fueron muy diferentes al plan promulgado, y grandes propietarios terminaron en control de la mayoría de la tierra asignada.

			Libecap (1989) sostiene que las exigencias de eficiencia, a menudo, son la fuerza para instigar la negociación de cambios en las reglas, pero que las preocupaciones de los actores con la distribución (principalmente su porción de las rentas) son más importantes en la determinación de sus efectos finales. El primer argumento puede ser válido hasta cierto punto, por ejemplo, en esos casos en que la nación es un participante fuerte en las discusiones y actúa en cierta medida en el interés general de la sociedad, pero parece mucho más probable que los aspectos de distribución ocupen un lugar central en ambas etapas, desde la puesta en marcha de nuevas reglas (de jure o de facto) hasta el despliegue de los resultados en el suelo.25 Las nuevas reglas pueden interpretarse en términos de jure por algunos actores pero en términos de facto por los que predicen el incumplimiento (por ejemplo, su propio incumplimiento) con las reglas formales. Algunos cambios de reglas con impactos distributivos importantes se esconden bajo la jerga de la eficiencia económica o la rentabilidad social; frecuentemente, los proponentes crean sus propias reivindicaciones.26 Sin embargo, una característica típica de este tipo de debates sobre un posible cambio de política es que es más fácil identificar algunos de los ganadores y algunos de los perdedores de lo que es calcular con precisión el efecto neto sobre el bienestar económico general, tal como se define, por ejemplo, por el pib. Este hecho, por sí mismo, concede un papel muy grande a los intereses especiales y a los políticos y tecnócratas incautos o ideológicos (en lugar de los más sensatos y empíricos) en la instigación y la definición de los cambios de reglas (Berry y Stewart 1999).

			Una última razón para esperar que los problemas de distribución dominarían los de eficiencia es que, en un momento dado, es poco probable que la mayoría de los posibles cambios de política tengan en el corto plazo grandes impactos netos sobre el ingreso nacional (o el ingreso sectorial); incluso para los cambios aparentemente importantes, como la liberalización del comercio internacional, por lo general se prevén efectos de solo unos pocos puntos porcentuales del pib durante toda la vida del impacto previsible.27

			Como veremos a continuación, algunos cambios, incluyendo aquellos de la estructura agraria de Colombia, tienen sin duda efectos muchísimo más grandes, pero esto se debe a repercusiones institucionales dinámicas y a políticas que son difíciles (al menos para los economistas) de predecir. Así, un escenario frecuente es aquel en que los probables efectos distributivos son mucho más grandes que el efecto neto sobre todos los participantes tomados en conjunto (o sea, el “efecto eficiencia”). En las batallas por la tierra, los ingresos correspondientes a casi la mitad del valor total de la producción agrícola podrían estar en juego mientras los grandes propietarios se enfrenten contra los pequeños productores en las zonas rurales de Colombia. En el caso de las rentas provenientes de las drogas, la naturaleza del conflicto es muy distinta. Se trata de relativamente poca tierra, las rentas generadas corresponden principalmente a la elaboración y la comercialización del producto, y prácticamente todos los actores son poderosos tanto física como económicamente. La desigualdad no entra en este conflicto de forma parecida a lo que ocurre en la mayor parte de los conflictos sobre la tierra en Colombia.

			El Estado, la injusticia y la desigualdad


			¿Por qué el proceso político tolera y promueve tanta injusticia en Colombia? El Estado colombiano se ha caracterizado de varias maneras: como pequeño, débil y ausente en algunas regiones del país; como una sirviente de las élites en el estilo del Estado de Marx, o como una especie de organismo dual que incluye tanto un gobierno normal y un gobierno “sombra” controlado por los intereses de los narcotraficantes o los paramilitares. Su carácter federal y la distribución de algunos poderes locales importantes también se han marcado. Aunque criticado en muchos aspectos de la política, también ha sido reconocido por la competencia en la gestión macroeconómica (por ejemplo, Dix 1967); al otro extremo, su política agrícola ha estado políticamente sesgada a favor de los terratenientes ricos y a veces es débil técnicamente. Aunque no coincide del todo con la versión marxista de una burocracia al servicio total de una élite dominante, en la práctica —especialmente en relación con el sector agrario—, el Estado colombiano se acerca a ese modelo, a pesar de algunas diferencias importantes entre las políticas agrarias de los diversos gobiernos. Algunas de esas diferencias reflejan más que todo cuál de los subgrupos de la élite tiene mayor influencia en el gobierno o la atención que el Estado se siente obligado a proporcionar a los grupos de menores ingresos para evitar conflictos graves. Ya sea principalmente como causa de problemas o como efecto, la ausencia de un partido menos dominado por las élites ha sido una característica destacada de la historia de Colombia y que tiene muchos reflejos en la historia agraria del país.

			El tamaño tradicionalmente pequeño del gobierno central ha sido la causa de algunos problemas y ha facilitado la falta de derechos de la propiedad y, a la vez, la corrupción en torno a los derechos que existen. Entre las varias reflexiones de la debilidad del aparato institucional, se tiene:

			•La informalidad de derechos a la tierra. La falta de claridad en cuanto a los derechos ha cumplido un papel importante en fomentar la injusticia y la violencia, pues ha invitado a que domine la “ley de la selva”. Los requisitos legales para obtener derechos formales a la tierra han sido prohibitivos y han incluido elementos como el llevar a cabo un estudio cartográfico y pagar una serie de gastos legales (Sánchez et al. 2010).

			•El sistema de notarios para adjudicar asuntos de la tierra ha sido propenso a una extrema corrupción y cooptación por parte de agentes de los poderes locales; su potencia se había arraigado tan profundamente que Lleras Restrepo se alejó de la reforma del sistema, a pesar de que era muy consciente de su carácter y su impacto negativo sobre las políticas que estaba persiguiendo. Muchas otras instituciones estatales involucradas en los problemas de la tierra también han sido muy corruptas.28

			•El Estado pequeño, el ejército a veces corrupto y la influencia local fuerte de los gamonales han contribuido a la incapacidad del Estado para proteger a la población rural cuando esta población se encuentra bajo amenaza física, económica o legal por parte de agentes más poderosos. A veces, entre los legisladores se ha producido una renuencia a tomar medidas socialmente deseables por miedo (legítimo) de la violencia de los malos en un país que se ha vuelto famoso por ella.

			•La brecha urbano-rural en la calidad de los servicios públicos relacionados con la justicia. Esta “injusticia diferenciada” puede perpetuarse de una manera notable, parecida a la manera en que niveles o altos o bajos de justicia pueden volverse más marcados con el tiempo cuando las condiciones lo facilitan. El hecho de que el sistema notarial nunca haya sido reformado refleja una estabilidad inherente y la falta de fuerzas suficientemente poderosas como para romper ese equilibrio.

			•Quizás la menos obvia de las fallas del Estado colombiano en torno a los asuntos rurales es una forma de incompetencia tecnocrática que se nota especialmente en el contexto de ciertos temas agrícolas, pero también (como en muchos otros países) en torno a cuestiones de empleo y desigualdad.29 Esta forma de incompetencia (o sesgo, si uno prefiere verlo en esos términos) ha estado ahí históricamente, aunque con diferente severidad según el periodo, en la falta de apoyo para el sector campesino (pequeña agricultura familiar). Sin una voz política fuerte y sostenida a su favor y sin una capacidad técnica dentro del Estado para reconocer su potencial contribución economía, los pobres del campo han sufrido mucho abandono y maltrato a través de los años. Algunos analistas asocian este hecho con la ausencia histórica de un partido de centro izquierda que podría desafiar la dominación de la vieja élite (originalmente de carácter más que todo terrateniente).

			Injusticia, desigualdad y violencia en la experiencia colombiana


			¿Las asociaciones a través del tiempo entre la injusticia, la desigualdad (de la tierra o de los ingresos) y el conflicto sugieren mecanismos de causalidad entre esas variables? Una tendencia general en que el conflicto aumenta a medida que la tierra se hace más escasa en relación con la demanda se manifestó en el curso del conflicto entre los colonos y la capa socioeconómi-ca superior cuando la economía del café comenzó a crecer rápidamente a partir de 1870 (Flores 2014, 17). Ya para el auge cafetero de principios del siglo xx, en el centro de Colombia, una nueva estructura más orientada a la pequeña producción estaba en el proceso de remplazar las explotaciones de mayor escala que caracterizaron el anterior periodo de crecimiento, iniciado en la última parte del siglo xix. En este contexto, los “empresarios de la tierra” buscaron terrenos cultivados por los ocupantes ilegales (colonos) para apropiárselos, suponiendo que habían sido elegidos por su fertilidad, acceso al mercado, etc. Las instituciones de derechos de propiedad no podían distinguir fácilmente entre las tierras públicas y las privadas, y dejaron una gran ambigüedad en un contexto caracterizado también por mucho ausentismo y títulos sin explotar (Flores 2014, 17). La regulación de los conflictos de tierras se delegaba en gran medida a los gobiernos locales, y aquí los alcaldes cumplían un papel integral (Legrand 1986, 74). Los jueces solían ser simpatizantes de los reclamos de los grandes tenedores (hacendados). Entonces, a medida que avanzaba el auge del café, cada contendor en la pelea por la tierra intensificaba sus tácticas; por ejemplo, el Partido Comunista de Colombia se organizó para crear colectivos y organizaciones de ocupantes ilegales en colonias permanentes. La Violencia de los años cuarenta y cincuenta coincidió en el tiempo con un importante aumento en el acceso a las tierras estatales (Legrand 1986).

			Durante la Violencia, muchas familias se desplazaron dentro de las zonas cafeteras, especialmente aquellas todavía en proceso de colonización. En ese proceso, algunos grupos de campesinos poco inclinados históricamente al conflicto se convencieron de alzarse en armas por la reiterada expulsión violenta que sufrían. Las farc, establecidas en 1966, emergieron directamente de las movilizaciones agrarias de las décadas de 1920, 1930 y de la Violencia como movimiento completamente campesino. Palacios (2006) ha observado que su nivel colectivo de organización, de disciplina y de conectarse con las redes locales de apoyo superó con creces cualquier cosa que el ejército colombiano hubiera visto con anterioridad. Molano (1992) citó la habilidad de las farc para reducir la velocidad de expropiación de la tierra de los campesinos por parte de los grandes terratenientes y para proporcionar ciertos bienes públicos como factores contribuyentes a la capacidad de sobrevivir durante sus primeros difíciles años. Los intentos del ejército colombiano de aplastar a los guerrilleros tuvieron un éxito solo parcial; por ejemplo, aunque retomó el área alrededor de Marquetalia, no logró matar o capturar a muchos guerrilleros ni hacer una abolladura seria en su poder de combate (Flores 2014, 23).

			Si bien no hay cuentas nacionales muy confiables para el periodo previo a 1950, la evidencia disponible sugiere que la producción agrícola y los ingresos derivados de ella crecieron a buen ritmo durante la primera mitad del siglo, aunque con altibajos. Los salarios agrícolas, por su parte, sufrieron una caída marcada entre 1935-1937 y 1945-1949, estimada por Urrutia y Berry (1975, 85-86) en aproximadamente un 25 %.30 Para 1960-1963 esos salarios habían apenas recuperado su nivel de mediados de la década de 1930. En consonancia con el estancamiento de los salarios, estos autores sugieren una importante disminución de la participación del trabajo puro como componente del valor agregado bruto del sector agrícola entre 1935 y 1939 (cuando fue estimado en 66 %-84 %) y entre 1955 y 1959 (estimado en 35 %-43 %), una tendencia consistente con un aumento de la desigualdad del ingreso agrario durante ese periodo.31 Ya para principios de la década de 1960, cuando Berry y Urrutia (1975) y De Sandoval y Urrutia (1980) hicieron los primeros estimativos de la desigualdad nacional y para el sector agropecuario, apuntaron coeficientes de Gini extremadamente altos de alrededor de 0,6. Toda la evidencia citada cuadra con que el valor de la tierra (y posiblemente del capital) crecía rápidamente durante este periodo, y dicha trayectoria ayuda a explicar no solamente el creciente nivel de violencia alrededor de la tierra, sino también el aumento de la desigualad de los ingresos agropecuarios. Una mayor concentración de la tierra en unidades grandes tiende a presionar hacia abajo los salarios, ya que las explotaciones grandes utilizan menos mano de obra por hectárea que las pequeñas.

			El periodo del siglo pasado más exitoso para los pequeños agricultores y los trabajadores remunerados se centra alrededor de la década de 1970. La violencia había disminuido y el apoyo del sector público para la pequeña agricultura había mejorado de manera significativa, entre otras cosas a través del conocido programa de Desarrollo Rural Integrado. Tanto los ingresos de los pequeños agricultores como los salarios agrícolas crecieron notablemente. Estos hechos coincidieron con el primer descenso más o menos claro de la desigualdad de ingresos en las zonas urbanas. Según los estimativos de Londoño (1995, 232), para finales de 1970 la tendencia hacia abajo de la participación del trabajo en el ingreso agrícola había sido remplazada por un aumento significativo, de menos de la mitad a dos tercios a comienzos de la década de 1980. En todo sentido, este periodo fue la imagen especular del anterior: había menos violencia alrededor de la tierra, mejor apoyo estatal hacia la agricultura familiar y un desempeño superior de este sector, ingresos crecientes para la mayor parte de la fuerza de trabajo agrícola y una caída en el índice de desigualad.

			Luego, sin embargo, apareció otra ola de violencia, en este caso asociada en gran parte con el comienzo de la industria de la droga ilícita. Desde los años ochenta, el homicidio y el desplazamiento forzado se convirtieron en elementos básicos de la vida del país; el primero aumentó rápidamente durante esa década para alcanzar un pico alrededor de 1990 y el segundo tuvo su auge aproximadamente una década más tarde, que llegó a su pico en 2002.32 Al mismo tiempo, la desigualdad nacional y urbana de los ingresos se elevaba a posibles picos a finales de 1990 y en 2010.33 Si bien la coincidencia de estas variables dentro de periodos cortos no se puede analizar por las limitaciones de los datos disponibles, el aumento claro de la desigualdad durante la década de 1990 y su probable persistencia en un nivel muy alto (de los más altos del mundo) hasta al menos 2010 sugiere que, de nuevo, el conflicto fue un promotor de la desigualdad total nacional. La concentración de tierras también parece haber ido en aumento desde la década de 1980, sin señales de disminuir, al menos durante la última década (igac-cede 2012). Y una vez más, el conflicto violento por la tierra mientras se aumenta su concentración ha aportado enormes dosis de sufrimiento y de injusticia. 

			Los costos económicos y sociales del conflicto y las situaciones que lo impulsan


			Cada parte ha visto el conflicto en torno a la tierra como un medio para alcanzar un fin distributivo (apoderarse de rentas) y, por lo tanto, como una especie de costo del objetivo buscado, aunque por supuesto pueda ser erróneo el costo estimado por una o ambas partes. El conflicto, sin embargo, también puede tener efectos indirectos imprevistos, tanto en el nivel de producción y de los ingresos derivados de ella como en los ingresos de los no participantes. Como se señaló, algunos conflictos son el resultado de cambios en las pautas formales o informales del comportamiento económico (por ejemplo, los de la apertura económica al comercio internacional). Cuando estos conducen al conflicto, incluso si los cambios per se hubieran generado un incremento en la producción o en la eficiencia, al tomar en cuenta los costos del conflicto, el balance puede volverse negativo.

			Varios estudios en Colombia han abordado las repercusiones de la violencia sobre el pib o su tasa de crecimiento y han buscado identificar los mecanismos económicos que las producen. Tomados en conjunto, son relativamente concluyentes (como era de esperarse) respecto a que el impacto ha sido negativo; la mayoría de los estimativos van desde una pérdida de crecimiento de un punto porcentual por año a más de dos puntos.34 Suponiendo una pérdida de dos puntos por año durante, por ejemplo, un periodo de quince años, el crecimiento total perdido llega a un 35 %. De especial interés es el estudio de Cárdenas (2007), cuya comparación de un conjunto de países similares encuentra que en el periodo 1950-2000 Colombia se acercaba a lo típico, según una serie de importantes características económicas, pero con dos excepciones —la violencia y la desigualdad (de ingresos y de la tierra)—. Data de 1979 un cambio estructural en cuanto a un menor crecimiento, de un promedio del 5 % durante 1950 a 1979 a un promedio del 3 % durante 1980-2000. El autor estima que al mismo tiempo el crecimiento de la productividad total de los factores cayó de 1,01 a 0,95. Sostiene que la desaceleración del crecimiento fue causada por el aumento de la violencia y la desigualdad entre los dos periodos. Tanto homicidios como secuestros aumentaron marcadamente durante la década de 1980, y Cárdenas informa una desigualdad también en aumento continuo de un coeficiente de Gini de 0,46 en 1982 a uno de 0,53 en 2000.35

			Otro conjunto de literatura ha informado acerca de los impactos directos del conflicto en el bienestar personal y los ingresos, y ha dejado así mayor claridad sobre sus efectos distributivos. Los daños más extremos son la muerte y el desplazamiento. Algunos de los menos extremos pueden cuantificarse en términos monetarios. Ibáñez y Vélez (2007) calculan la gran pérdida del ingreso a través de la vida (lifetime income) sufrida por las víctimas de la violencia.

			¿Qué tan diferente podrían haber sido las cosas? Unos estimativos ilustrativos


			El impacto cuantitativo de la injusticia y los otros factores citados sobre la desigualdad puede, al menos, aproximarse. Berry (2017, 280) estimó que para 2010 los ingresos de lo que podemos llamar la fuerza de trabajo agrícola (empleados pagados y pequeños agricultores de propia cuenta, sin incluir los grandes y medianos propietarios) estaba probablemente al menos un 50 % por debajo del nivel que hubiera alcanzado al haberse implementado una buena política agraria, específicamente una política que pusiera en manos de pequeños agricultores la mitad de la tierra adicional necesaria para lograr una distribución totalmente equitativa de la tierra36 y que elevara su productividad total de factores a un ritmo intermedio entre el nivel histórico y un nivel bueno pero asequible. En este cálculo, el ingreso agrario total habría sido un 80 %-100 % mayor que su nivel de 2010; una parte de las rentas del capital habrían pasado de los grandes a los pequeños productores y los ingresos de la mano de obra agrícola habrían aumentado más de lo que lo hizo la producción agrícola total.

			Tal estimativo es consistente con la trayectoria histórica de ingresos de la fuerza de trabajo agrícola (según definición del párrafo anterior) y con la trayectoria de ingresos potenciales del mismo grupo. Para dicha población, el aumento de los ingresos reales durante 1950-2010 se ha ubicado dentro del rango del 1,1 %-1,5 % por año. Con una reforma agraria parcial, seguida por un buen apoyo técnico, esos ingresos podrían haber aumentado en un 2,5 %-3,0 % por año, en cuyo caso el ingreso del grupo sería de unas dos o tres veces mayor ahora de lo que en realidad es. La pobreza estaría prácticamente erradicada. En números redondos, este grupo habría obtenido del 100 %-200 % de aumento de los ingresos adicionales en virtud de dicha reforma agraria parcial, y más un mejor apoyo técnico y de otra índole, el primero hubiera aumentado los ingresos en un 50 %-75 % y para el resto del incremento la fuente habría sido un aumento más rápido de la productividad de lo que realmente ocurrió. La mejora de los ingresos, asociada con la mayor cantidad de tierra en manos de los pequeños operadores, podría interpretarse como un estimativo del costo económico de la transferencia ilegítima de tierras en el transcurso del tiempo más el costo de no haber llevado a cabo una reforma agraria parcial.37

			Los estimativos del impacto de la violencia sobre el crecimiento del pib presentados en la sección anterior son consistentes con estas cifras, aunque a) se refiere al crecimiento de la renta nacional y generalmente no se identifican cuáles son los sectores que crecieron de modo más lento debido a la violencia; b) se refiere solo a uno de los tres factores más importantes en el retraso de crecimiento de los ingresos de la mano de obra agrícola, o sea, la violencia. Por su naturaleza, no captan los impactos de la falta de apoyo técnico sobre el lento avance de la productividad, ni las pérdidas asociadas con la falta de un programa serio de transferencia de tierra a los agricultores más pequeños.

			Conclusiones


			Este capítulo ofreció un primer bosquejo, en un intento por conectar algunas de las características más conocidas de la trayectoria del siglo xx de Colombia con otros factores claramente en juego, pero cuya importancia relativa y cuyos impactos cambiantes a través del tiempo han sido poco estudiados o al menos poco cuantificados. Los fenómenos más llamativos son el muy alto nivel de violencia en los entornos rurales y la concentración extremadamente alta de la tierra y del ingreso nacional, en ambos casos entre las más altas del mundo. Podría argüirse que la característica que más define la historia agraria de Colombia es la poca presencia de justicia. Esta falla ha tenido un gran impacto en la población rural pobre (principalmente los pequeños agricultores y asalariados) y ha contribuido a hacer de la tierra un activo vulnerable y objeto de robo sistemático de un modo u otro. Los pequeños agricultores también han sido víctimas de un sesgo importante de la política agraria en contra de ellos.

			El costo social de la injusticia histórica ha tomado muchas formas, las peores, obviamente, la muerte y el desplazamiento, pero están acompañadas por la pérdida de tierras, la pérdida de ingresos y la inseguridad de los ingresos y del acceso a los alimentos. Un estimativo de la pérdida de ingresos sufrida por la población agrícola (excluyendo los agricultores grandes y algunos de los de tamaño medio) sugiere que podría tener ingresos varias veces más altos de los que tienen, al haber sido protegida contra el robo de la tierra y debidamente apoyada en sus actividades de producción. Una historia libre de conflicto no solo hubiera beneficiado a la población agrícola, sino también obsequiado a Colombia un ingreso agrícola y un ingreso nacional mayor, y es otra cuestión especular si los miembros más ricos del sector agrícola, o de la sociedad en su conjunto, se habrían visto afectados positiva o negativamente en términos puramente económicos. Sin embargo, la evidencia apunta fuertemente a lo anterior. Además, no hace falta subrayar, habría emergido una distribución muy diferente de los ingresos entre los más acomodados, mucho menos en manos de criminales y ladrones y mucho más en manos de los hombres de negocios honestos, los grandes agricultores productivos, etc.

			En la historia de Colombia, el conflicto y la violencia están ligados con los problemas de distribución. En la medida en que uno concluye que la tierra agrícola ha sido el activo que más invita al robo y a la injusticia ¿qué tan buen augurio es esto para el futuro? Se podría esperar que el proceso de la urbanización lleve a una disminución general de la violencia y del conflicto, aunque existe el peligro de que algunas de las prácticas profundamente arraigadas de la injusticia rural surjan en los entornos urbanos. También existe la gran preocupación de que la expansión de la minería, en una configuración rural tan perniciosa, sea y siga siendo otra fuente importante de violencia en el campo.
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					*Este capítulo se publicó inicialmente como “Injustice, Inequality and Land Conflict in Colombia”, en Canadian Journal of Latin America and Caribbean Studies (2017).

				

				
					1Para análisis importantes, véanse Guzmán et al. (1962), Legrand (1986) y Sánchez (1985).

				

				
					2Muchas transacciones involucran a un comprador formalmente inocente del fraude o de otro comportamiento ilegítimo, pero un vendedor (o intermediario) implicado en ello. Una definición estrecha de la acumulación legítima excluiría casos de transferencias ilegítimas de la tierra de cualquier índole durante varias décadas. Incluso antes del conflicto y la violencia de las últimas décadas, este porcentaje era probablemente bajo. Un agrónomo que conoce bien el país me dijo una vez que aún tenía que encontrar una sola propiedad grande que se había adquirido sin tomar ventaja de los colonos, de leyes ambiguas o de otros medios inapropiados. 

				

				
					3La injusticia horizontal se refiere a la injusticia entre personas de estatus socioeconómico similar, por ejemplo, de niveles similares de ingresos; frecuentemente, ello involucra injusticia entre grupos étnicos. La injusticia vertical es aquella entre personas de diferente estatus socioeconómico, por ejemplo, aquellos de la parte alta de la distribución de ingresos y aquellos de la parte baja. Este último concepto ha sido el más popular en estudios empíricos de la desigualdad. El primero se analiza en Stewart y Samman (2014). 

				

				
					4Más allá de fenómenos como las brechas de salarios según el género o el grupo étnico.

				

				
					5Entre los países con datos disponibles, y tomando en cuenta el ingreso de cada país. Véase Ramírez y Salazar (2007).

				

				
					6Es probable que la desigualdad agrícola y rural se haya medido con menos precisión que la de las áreas urbanas. En áreas rurales igual que urbanas, los datos que corresponden a los ingresos más altos han sido muy imprecisos hasta hace poco y, en general, ha habido un sesgo marcado hacia abajo en los estimativos de la desigualdad. En el caso de la agricultura, la mayor parte de la distribución ha sido un rompecabezas, sobre todo en lo que tiene que ver con los pequeños agricultores. 

				

				
					7Las fuentes usadas acá son Tenjo Galarza et al. (2007) y Leibovich (1998).

				

				
					8El avance se basa en el uso de datos fiscales que complementan la fuente tradicional: las encuestas de hogares.

				

				
					9Dato que se puede comparar con el de Sudáfrica (17 %) y el de Argentina (14 %). Los datos incompletos (o sea sin la información que se puede sacar de los registros de impuestos de las personas de mayor ingreso) presentados por Solt (2009) situaron a Colombia como tercero del mundo en 2006 en cuanto a su nivel de desigualdad.

				

				
					10Aunque se discute la precisión de las cifras de desplazamientos, ya que hay razones para sospechar no solo un cierto grado de subestimación, sino también algo de doble contabilidad u otras fuentes de sesgos hacia arriba, nadie duda que las cifras reales son enormes; tampoco se cuestionan las líneas generales de la trayectoria apuntada por los citados datos del codhes.

				

				
					11Una forma de corrupción involucra el robo directo de las arcas del gobierno, que constituye un robo indirecto a la población que paga impuestos. Más frecuente es el desvío de fondos públicos en el contexto de contratos públicos. Algunos estimativos informales de Bogotá ponen la cuota de gastos de infraestructura que se canaliza hacia las manos equivocadas del 25 % o más.

				

				
					12Véase, por ejemplo, Kaufman (2010).

				

				
					13Sin embargo, hay muchas formas en que un grupo, digamos capitalistas, puede minimizar el costo del acceso a las frutas de las habilidades de otras.

				

				
					14A veces un gobierno allana unas zonas urbanas previamente invadidas por familias de bajos ingresos y en las cuales estas han construido sus casas, como ocurrió unos años atrás en Zimbabue. Este paso normalmente queda limitado a regímenes dictatoriales y bastante represivos. A menudo, los grupos de invasión urbana participan en acciones colectivas bien organizadas que tienen mucho en común con acciones de los grupos de campesinos.

				

				
					15Existe un considerable robo dentro de los sistemas financieros de muchos países, como cuando los funcionarios corruptos pueden dividir ellos mismos las pensiones de sus destinatarios legítimos. Pero como ese tipo de robo es mucho menos común de lo que es el despojo de tierras rurales en Colombia, tampoco es probable que las víctimas sean familias de bajos ingresos.

				

				
					16Qué tan desigual depende de la proporción de los ingresos agrícolas que corresponde a los dueños de tierra; si esa proporción es alta y la distribución de la tierra es desigual, entonces la desigualdad de ingresos seguirá siendo considerable. Pero solo si están presentes la esclavitud u otras imperfecciones extremas de los mercados de insumos y productos, pueden las élites políticas distorsionar mucho este resultado relativamente equitativo basado en el mercado.

				

				
					17Para una opinión útil sobre los factores económicos que subyacen a las guerras civiles, véase Blattman y Miguel (2010).

				

				
					18Es inevitable que la injusticia reciba menos atención en cualquier análisis cuantitativo, porque no se ha podido medir de forma sistemática.

				

				
					19Es interesante hacerse la pregunta si un alto nivel de conflicto por la tierra se podría presentar en casos de una distribución igualitaria de ese activo. Tal posibilidad parece difícil de imaginar y no parecen existir precedentes históricos. La verdadera pregunta, por lo tanto, no es si un cierto grado de desigualdad es condición necesaria para graves conflictos en torno a la tierra, sino por encima de qué nivel se convierte esa desigualdad en un elemento serio, qué factores adicionales multiplican o restringen su papel, etc. Un análisis estadístico entre países afligidos por conflictos, todos los cuales sufren de un alto nivel de desigualdad de la tierra, podría no encontrar ninguna correlación entre las dos variables, ya que la diferencia entre un coeficiente de Gini de 0,65 y uno de 0,8 (como medida de la desigualdad del control de la tierra) puede no tener mayor importancia en la generación de conflictos. De todas maneras, los análisis estadísticos de estilo transversal (cross-country), entre ellos algunos de los que apoyan el modelo de viabilidad, deben interpretarse más bien como una fuente de hipótesis interesantes para análisis posteriores en distintos países, que como fuente de conclusiones definitivas. Sus resultados se basan en supuestos muy fuertes (por ejemplo, que los países involucrados son idénticos, salvo para las variables que entran formalmente en el análisis) y por lo tanto a menudo resultan no ser robustos entre diferentes periodos, diferentes grupos de países, etc. Tomados en conjunto con análisis históricos y otros que se han llevado a cabo en un país, este tipo de ejercicio puede sin embargo tener su valor.

				

				
					20Este ha sido más o menos el caso en varios conflictos en torno a los recursos minerales, como la guerra civil nigeriana de la década de 1970. Es menos frecuente que tales conflictos se deban a que el grupo que inicialmente tiene bajo su control el recurso esté amenazado de desplazamiento por otro grupo; es más común que se trate de dos grupos étnicos diferentes, uno local y el otro no. 

				

				
					21La percepción de la injusticia, relacionada con, pero no idéntica a la desigualdad, siempre ha desempeñado un papel en la violencia asociada con la tierra en Colombia. Tal violencia resulta cuando se enfrenta un grupo poderoso con otro grupo que, o bien siente que tiene algún poder o está desesperado, o bien siente que ha sido tratado injustamente (Legrand, 1986).

				

				
					22Acemoglu y Robinson (2006) distinguen el poder de jure y el poder de facto. Flores (2014, 12) hace hincapié en la ventaja del acceso a la riqueza y a los recursos en la negociación en torno a la creación de nuevas normas o su posterior ejecución.

				

				
					23La negociación como parte del proceso de cambio de políticas puede darse en contextos muy distintos, que van desde una influencia igual entre las partes interesadas y un Estado informado y orientado a buscar el bienestar público en un entorno realmente democrático, al uso de la fuerza unilateral pura por los actores más fuertes: ríndase o se muere.

				

				
					24Esta frase hace referencia al hecho de que, con muy pocas excepciones, la productividad de la tierra tiende a ser mucho mayor en las fincas pequeñas que en las grandes. Un estudio pionero de esta relación fue Sen (1962) en base del Punjab de la India.

				

				
					25Por ejemplo, Knight (1992) argumenta que las consecuencias distributivas son determinantes para los cambios institucionales, igual que los resultados finales. 

				

				
					26Así, en las décadas de 1970 y 1980, la presión a favor de la liberalización y la globalización fue encabezada sustancialmente por personas cuyo objetivo aparente era el bienestar social, incluidos muchos economistas que creían que este cambio de política sería más o menos bueno para todos. Los actores económicos cuyos intereses propios fueron consistentes con el cambio, como las grandes empresas en busca de un mejor acceso a los mercados de otros países, naturalmente apoyaron la idea. Los sindicatos de los países industriales a menudo se opusieron y, según los resultados posteriores, con probable razón.

				

				
					27En el caso del tratado de libre comercio entre Canadá y Estados Unidos, que precedió el nafta, los economistas canadienses llevaron a cabo una gran cantidad de análisis de los efectos de la reasignación de recursos, los únicos efectos que son razonablemente fáciles de predecir. En la mayoría de los estudios se estimó un beneficio económico máximo del 1 %-2 % del pib canadiense durante el periodo total de gestación del acuerdo. Por lo tanto, si ese periodo fuera de quince años, durante los cuales una tasa de crecimiento normal sería del 2,5 % con un aumento total del pib del 45 %, el impacto del acuerdo haría que el aumento total del pib fuera del 48 %, una diferencia casi insignificante. Los estimativos similares para el caso del propuesto acuerdo comercial de la zona del Transpacífico son proporcionalmente mucho menos, por ejemplo, la mitad del 1 % del pib total de los países involucrados. Tales números no demuestran que el impacto total de tales acuerdos comerciales sea necesariamente tan bajo, pero las otras formas de beneficios (los no estáticos) son muy difíciles de prever.

				

				
					28Para una mirada actual de la corrupción en Colombia, véase Cepeda (2015).

				

				
					29Para una discusión detallada, véase el capítulo 11.

				

				
					30Esta disminución de los salarios reales puede haber sido en parte el resultado de un aumento de la inflación de un nivel aparentemente muy bajo (menos del 1 % por año) durante 1905-1931 a un promedio del 8,3 % durante 1932-1950 (Sánchez et al. 2007, 317).

				

				
					31Todas las cifras para estos primeros años son aproximaciones bastante crudas. Sin embargo, la estimada disminución es muy grande. Los estimativos de Londoño (1995, 232) para las participaciones del trabajo y del capital en el ingreso agropecuario también muestran una fuerte caída del componente del factor trabajo durante este periodo.

				

				
					32La cronología del desplazamiento de las familias a través de la manipulación legal es más difícil de identificar que la asociada con la violencia.

				

				
					33El 2010 es el último para el cual se dispone de los datos más completos que incluyen información de los registros de impuestos.

				

				
					34Por ejemplo, Rubio (1995) concluye que la alta tasa de homicidios redujo directamente el crecimiento en dos puntos porcentuales. También estudia el decreciente avance de la productividad total de los factores (ptf) en la década de 1980 mientras la violencia aumentaba, y culpa de ello un menor nivel de inversión por otro decline del 0,7 % puntos de crecimiento. En total, Rubio concluye que el crecimiento se redujo en un 2,5 %, cifra muy cercana al cálculo de Collier (1990) del 2,2 %, a partir de su análisis entre países. Para el periodo 1988-2001, Vargas (2003) emplea eventos específicos de un conflicto, en lugar de la tasa de homicidios, como la variable independiente que mide la violencia, y prueba, a la vez, los efectos directos a través de la variable ptf y los efectos indirectos a través de la acumulación de factores de producción. Encuentra Vargas que el incremento en el conflicto redujo el crecimiento per cápita en 0,3 puntos porcentuales en la década de 1990 como un todo, y que aumentó alrededor de un punto con el incremento del conflicto en la última parte de esa década.

				

				
					36Aunque no todos los autores están de acuerdo con las cifras de Cárdenas, en cuanto al aumento de la desigualdad a través de la década de 1980 en las áreas urbanas, todos coinciden en que en la última parte de ese decenio o cerca de 1990, la desigualdad urbana y nacional estaba subiendo.

				

				
					37En este cálculo se supone una transferencia de tierras de las unidades grandes a las más pequeñas de aproximadamente la mitad de la transferencia óptima. Tal transferencia sería algo menos de la cantidad de tierra adquirida de manera ilegítima por un subconjunto de ese primer grupo.

				

				
					38En otra cuantificación de la pérdida, Sánchez et al. (2010) sostienen que una protección más fuerte de los derechos de propiedad campesina habría permitido que la producción de café en 1925 fuera el doble de lo que era. Es de destacar que de este cálculo, como de los anteriores, se deriva un número muy grande.
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